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INTRODUCCIÓN 

 

 

La presente investigación está hecha con la finalid ad de 

realizar un análisis y propuesta para la derogación  de un 

ordenamiento legal contenido en el Código de Proced imientos 

Civiles del Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de 

la Llave, ya que el Artículo 248 de dicha legislaci ón al 

momento de analizar detalladamente puede caer en co nfusiones.  

 
Es necesario mencionar en primer término que, para 

ejercer énfasis en este tema, el Código Adjetivo Ci vil 

menciona que dentro del término de prueba  los liti gantes 

están obligados a declarar, que la declaración será  bajo 

protesta de decir la verdad y que para que esto suc eda la 

parte contraria debe exigirlo.   

 
Siendo la Competencia del Congreso del Estado Libre  y 

Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave, se le dé 

claridad a lo que expresa el ordenamiento  248 del Código 

Adjetivo Civil señalado, teniendo en cuenta que lo que señala 

es incongruente con lo que se puede apreciar en la vida 

laboral en los Tribunales. 

 
Esta contradicción entre la práctica y la teoría es  la 

que lleva a proponer la Reforma para darle claridad   a lo
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dispuesto dentro del Artículo señalado, puesto a qu e en la 

realidad lo que ordena dicho precepto legal no se l leva a 

cabo ante los Juzgados Judiciales, por lo que, como  

consecuencia, si se analiza se puede caer en un err or debido 

a que no se respeta lo establecido en dicho Artícul o. 

 
En la presente investigación se estudiarán temas qu e son 

de gran importancia para el Código Adjetivo en Vera cruz, pues 

se debe aclarar cuáles son las funciones de las par tes y de 

los abogados dentro del proceso, toda vez que hay q ue dejar 

en claro que en la práctica ante los Tribunales Jud iciales a 

quienes se les dice litigantes son a los Licenciado s en 

Derecho quienes están llevando a cabo el litigio en  

procuración de una de las partes quien es su repres entado. 

 
Por otra parte es importante observar  que no debe ser 

necesario mencionar que la parte obligada a declara r tenga 

que hacerlo con la verdad, ya que esto suena incong ruente, 

pues estando ante los tribunales judiciales se sobr entiende 

que así tiene de ser. 

 
Por tales motivos es primordial establecer las base s 

sólidas y reales para la presente investigación que  se 

propone, tomando los antecedentes y definiendo de f orma 

objetiva y precisa de cómo se lleva a cabo el Proce dimiento 

Civil en Veracruz, como es que se realiza en la prá ctica ante 

los Tribunales. 

No se puede efectuar un estudio de un texto jurídic o sin 

hablar del origen de sus autores, porque así como c ualquier 
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otro artista deja evidencia de su obra, los jurista s también 

dejan su rastro en cada una de las páginas de su ob ra, es 

posible que sea viable señalar  que el texto del qu e se trata 

no surge de la simple idea de realizar una investig ación 

sobre un tema determinado, sino que tiene sus oríge nes en la 

experiencia que es utilizada para desarrollar en su  origen  

un estudio de los antecedentes históricos del proce dimiento 

civil en México, como fue su evolución y como surgi ó el 

Código Federal de Procedimientos Civiles y el Códig o  de 

Procedimientos Civiles del Estado Libre y Soberano de 

Veracruz de Ignacio de la Llave. 

 

Con tales premisas es evidente la importancia de ha cer 

del conocimiento de esta obra a los juzgadores, leg isladores, 

estudiantes y la sociedad en general porque todos e stán 

relacionados en cumplir un papel fundamental en la historia y 

rol que  a cada quien le ha tocado vivir, a efecto de lograr 

un balance en las leyes para poder alcanzar una igu aldad en 

la sociedad. 

 

En la vida diaria van naciendo temas distintos conf orme 

la sociedad va evolucionando y con esto la historia , así es 

como los veracruzanos buscan nuevas soluciones a su s 

conflictos pasados, mejores caminos para la igualda d y una 

variedad de juristas capacitados para poder realzar  proezas 

que cambiaran el rumbo de la historia,  es ahí cuan do nace la 

sensación de hacer un estudio exhaustivo de los ord enamientos 

legales , se hace un estudio de la Constitución Pol ítica de 

los Estados Unidos Mexicanos, del Código Federal de  
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Procedimientos Civiles y del Código de Procedimient os Local, 

y se establece las características que distinguen u na con 

otra, destacando el tema de las pruebas y sobre tod o el tema 

en cuestión que es la prueba de confesión, es decir , 

comúnmente conocida como la reina de las pruebas. 

 

Por tal motivo se trata de una obra de gran importa ncia y 

que trata de actualizar para proporcionar una infor mación 

factible para los lectores, al ir desglosando poco a poco su 

evolución hasta llegar al punto principal de tema e xplicando 

sus conceptos básicos, ya que día a día las exigenc ias son 

mas altas con respecto a los cambios en los ordenam ientos 

legales, desde la cultura en general hasta los cono cimientos 

especializados en una materia, así también pues el lenguaje 

en general va creciendo y por ende el lenguaje jurí dico 

también evoluciona, por lo que hay que tener claro que es 

importante darle una buena relación a la informació n teórica, 

es decir, lo que se puede apreciar en los libros ju rídicos y 

en los códigos legales, como lo que se percibe en l a vida 

laboral estando ante los tribunales que es como rea lmente se 

puede apreciar la aplicación del derecho en su mas amplia 

figura ante los Tribunales Judiciales.  

 

 
     



  

CAPÍTULO I 

METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN.   

 

1.1  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.  

 
¿Produce confusión lo dispuesto en el artículo 248 del Código 

de Procedimientos Civiles del Estado Libre y Sobera no de 

Veracruz de Ignacio de la Llave? 

 

1.2  JUSTIFICACIÓN DEL PROBLEMA 

 

Puede producir confusión  lo dispuesto  en el  artí culo 

248 del Código de Procedimientos Civiles Local, tod a vez que 

dice que el litigante está obligado a declarar y má s aún que 

la parte contraria debe exigir que lo realice con l a verdad, 

por lo que jurídicamente es necesario  que el Congr eso Local 

realice  una reforma tendiente a darle claridad al 

ordenamiento citado, porque en los términos que est a 

redactado, no existe. 
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1.3  OBJETIVOS. 

      1.3.1   OBJETIVO GENERAL. 

 

Provocar a quien  o quienes  están facultados 

constitucionalmente para realizar Iniciativas de Le y, que 

logren finalmente  reformar el artículo 248 del Cód igo  de 

Procedimientos Civiles  Local. 

1.3.2  OBJETIVOS PARTICULARES.  

 

Estudiar, Analizar y Comentar: 

 
a)  La  Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y su relación con el Código de 

procedimientos Civiles local. 

b)  Los  artículos 14, 16 y 17  de  La Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos.         

c)  c).-Los  Presupuestos Jurídicos del Derecho 

Procesal Civil en Veracruz. 

d)  La demanda y contestación  en el Procedimiento 

Civil de Veracruz. 

e)  El  artículo 219 del Código de Procedimientos 

Civiles Local. 

f)  La prueba en general  y en particular cada una de 

ellas. 

g)  El artículo 248 del Código de Procedimientos 

Civiles  Local. 
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1.4 HIPÓTESIS DE TRABAJO. 

 
Plantear la importancia de reformar el artículo 248  del 

Código de Procedimientos Civiles del Estado Libre y  Soberano 

de Veracruz, debido a que produce confusión ya que quienes 

deben declarar son las partes dentro del proceso ma s no el 

litigante como lo señala el ordenamiento además es ilógico 

que la contraria deba exigir al absolvente en el mo mento del 

desahogo que lo hará bajo protesta de decir verdad.  

 

1.5 VARIABLES. 

 
Las variables constituyen uno de los elementos de u na 

Hipótesis y pueden ser de dos tipos: variable indep endiente o 

variable dependiente. 

 

1.5.1 VARIABLE INDEPENDIENTE . 

 
 De continuar el estado actual del ordenamiento leg al 

señalado, se continuará  produciendo confusión de m anera 

particular en el  ciudadano común y corriente y  en  los 

estudiantes de la carrera de Licenciado en Derecho.  

 

1.5.2 VARIABLE DEPENDIENTE. 

 
  Aclarar lo dispuesto dentro del artículo 248 del 

Código de Procedimientos Civiles del Estado Libre y  Soberano 

de Veracruz de Ignacio de la Llave. Y permitir que el 

ordenamiento se convierta en una disposición transp arente y 
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clara, entendible para todos incluso para el que no  sea 

Licenciado en derecho.  

 

1.6 TIPO DE ESTUDIO. 

1.6.1 INVESTIGACION DOCUMENTAL. 

 

 Esta investigación busca demostrar que en el Códig o 

Adjetivo Civil se encuentran ordenamientos difusos,  que no 

concuerdan con la realidad en el campo laboral, en los casos 

dados dentro del multicitado  numeral 248 , consecu entemente 

se buscó dentro campo  de la Bibliografía Jurídica,  los 

antecedentes  del caso, aún mas  se estableció cont acto con 

algunos Profesionales del Derecho  buscando  nutrir  esta 

investigación.  

 

1.6.1.1 BIBLIOTECAS PÚBLICAS. 

Biblioteca de la Universidad Veracruzana 

Dirección: Avenida Universidad s/n Col. Santa Isabe l, primera 
etapa  Coatzacoalcos, Ver. 

Biblioteca Pública Municipal Quetzalcóatl 

Dirección: Avenida Quevedo esquina Nicolás Bravo Co l. Centro  

Coatzacoalcos,  Ver 

 
1.6.1.2  BIBLIOTECAS PRIVADAS 

 
Biblioteca de la Universidad Villa Rica de Veracruz  Campus 

Coatzacoalcos  Dirección: Avenida Universidad Km. 8  

Fraccionamiento Santa Cecilia Coatzacoalcos, Ver. 



  

CAPITULO II 

EL  PROCEDIMIENTO CIVIL EN EL ESTADO DE VERACRUZ. 

 

      En este capítulo se analizan temas que son de  mucha 

importancia en la presente investigación, ya que es tablece la 

base teórica que habrá de desarrollarse en este pro yecto de 

tesis, concentrándose conceptos antiguos, precedent es 

históricos desde el momento de sus inicios, como ha  

evolucionando hasta la actualidad así como las circ unstancias 

y sucesos que han provocado la ampliación del Derec ho  para 

conformar y fortalecerse hoy en día como la Institu ción que 

rige en la Sociedad, de los Órganos Judiciales que imparten 

la Ley y el manejo apropiado de los procesos litigi osos del 

área civil ya que es importante precisar  la menció n del 

desarrollo histórico del Juicio Civil en asuntos de  índole 

familiar y de las múltiples adversidades que se pre sentan 

dentro de él. 

 

2.1 ETAPAS HISTORICAS DEL DERECHO CIVIL MEXICANO 

 
Para poder entender de una forma clara el Derecho C ivil  

Mexicano  se debe hacer referencia a su  panorama h istórico  
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general y esta se divide en tres etapas fundamental es las 

cuales son: 

I.- La etapa prehispánica 

II.- La etapa colonial 

 III.- La etapa del México independiente 

 

I.   Etapa prehispánica :  

 
Lo relacionado con todo las reservas de indicios ci viles 

entre los indígenas, en esta etapa se regían por no rmas 

que eran principalmente de carácter religioso, esta s 

regulaban la institución del matrimonio, las 

obligaciones entre los indígenas, las formas de 

contratos que en ese entonces se practicaba, pero h ay 

que destacar que estas normas no eran equitativas  para 

todos los pueblos del  México Prehispánico. 

 
De dichas costumbres no se puede determinar una for ma 

exacta ya que el estado de los análisis sobre la 

relación humana en esas épocas histórica demuestra  que 

se encuentra llena de lagunas en dichos estudios. 

 
Los datos de los cuales se tiene mas información y se 

considera que son los mas confiables con respecto a  su 

referencias culturales del antiguo México son los 

relacionados con la civilización azteca, basándose en 

ellos, los historiadores han hecho un  estudio cult ural 

y de relaciones sociales de los demás pueblos 

prehispánicos. 
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Algo que no puede pasar inadvertido es que la 

institución de la esclavitud no veía diferencias, y a que 

esta estaba presente en todas las civilizaciones 

antiguas de México sin excepción alguna.   

 
En esas épocas, la familia se basaba en la instituc ión 

del matrimonio con una sola pareja, es decir era 

monogámico, y para la realización de dicha celebrac ión 

se necesitaba que los padres de los contrayentes 

otorgaran su consentimiento. 

 
En ese entonces se podía ver el patriarcado, es dec ir la 

autoridad absoluta del padre dentro de la familia, sus 

decisiones eran indiscutibles ante su mujer y sus h ijos, 

tanto así que se podía presenciar la esclavitud sob re 

estos en ciertas circunstancias. 

 
También existía  la institución del divorcio en una  

expresión mas drástica, no se concebía solo como la  

separación de los cuerpos, sino  como la ruptura  d el 

vinculo que unía en matrimonio a la pareja y  los  

divorciados tenían la posibilidad de poder contraer  

nuevo matrimonio pero prohibiendo que  el matrimoni o 

disuelto se  pudiera restablecer.  

 
Los pueblos indígenas antiguos en México ya conocía n el 

derecho de propiedad privada de los bienes sobre to do en 

los bienes muebles, y en cuanto a lo inmueble lo qu e 

predominaba era el régimen de comunidad sin que pud ieran 

ser afectados por la nobleza de un régimen de propi edad 

privada sobre ellos. 
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La sucesión de los bienes podía ser de forma testad a o 

intestada según se diera el caso entre la comunidad . 

 
En cuanto a los contratos y las obligaciones en ese  

entonces se establecían por reglas que estaban fund adas 

en la equidad natural, se podía aplicar la prisión a una 

persona si este no se hacia responsable por su deud a, de 

igual forma por el incumplimiento por obligaciones o 

contratos se les podía  sancionar con la esclavitud . 

    

II.  Etapa colonial:  

Este periodo es el que comprende la fase inicial de  la 

conquista y la colonización. 

El derecho castellano peninsular alcanzo en las Ind ias 

un  papel muy importante a pesar de que se trataba de 

una institución supletoria.  

Se podían encontrar preceptos que regulaban los vín culos 

matrimoniales entre los indios y entre españoles co n 

indios, estas regulaciones se apreciaban en la 

administración y protección de los bienes de los 

difuntos en las Indias y cuyos herederos se encontr asen 

en España, la sucesión en las encomiendas así como las 

memorias de testamentos de los indios, estas con la  

finalidad de la existencia de reales cedulas para l a 

buena regulación del derecho de propiedad de los in dios. 

Las fuentes del derecho en ese entonces se podían 

contemplar entre las españolas que estuvieron vigen tes 

en la Nueva España, que se encontraban principalmen te en 
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las Leyes de las Siete Partidas, en la Nueva y Noví sima 

Recopilación y en las Ordenanzas de Bilbao.  

Ahora bien, se puede decir que en general para las 

colonias de América, refiriéndose particularmente  a  la 

Nueva España, tuvieron alguna vigencia  la legislac ión 

española  como la Recopilación de las Leyes de Indi as y 

las que se daban en la Nueva España como las Ordena nzas 

de Intendentes que se dieron en el año de 1780. 

Es de importancia mencionar que en la Recopilación de 

las Leyes de Indias se estipulaba en los territorio s 

parte de América  que estuviesen sujetos a las Leye s de 

España se le considerara como derecho supletorio de  la 

misma forma que el español, esto con bases a la ord en de 

prelación que se disponía en las Leyes de Toro. 

 

III.  Etapa del México independiente.-  

Es  en esta etapa en la cual se afirma en  México e l 

Derecho Civil llego a su máximo desarrollo. 

En esta fase del país,  el México independiente tra tó 

rápidamente la elaboración de su régimen jurídico y  por 

consiguiente se creó el Derecho Civil. 

No obstante ante la dificultad de poder   tener  to do un 

ordenamiento completo de Derecho Privado se vieron en la 

necesidad de seguir aplicando el sistema jurídico d e la 

Colonia, específicamente el que se encontraba conte nido 

en las Partidas, que precisamente fue la principal 

fuente en la que se basó el Derecho Civil en México  
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hasta que la República Mexicana pudo conformar un g rupo 

de especialistas y así formar su propia legislación  

Ahora bien las Leyes de Reforma que se expidieron p or el 

Presidente   Juárez cambiaron de forma radical la v ida 

privada sobre todo lo que estaba relacionado con la  

personalidad jurídica de las asociaciones como lo e s el 

Registro Civil cuyas funciones quedaron bajo  la 

potestad del Estado y al matrimonio que se  estable ció 

con  las nuevas leyes, con el concepto de un contra to de 

materia civil, es así como se  estableció como una 

institución jurídica libre y fuera de las autoridad es 

religiosas. 

Mediante un Decreto que se dio el 2 de febrero del año 

1822 se otorgò  a varias comisiones  la tarea  de  

redactar un Código Civil, el verdadero avance en la  

redacción de este código se dio al momento en que J usto 

Sierra se le encomendó la elaboración de un proyect o de 

Código Civil, este fue un paso fundamental y  

trascendental  para crear una legislación que fue p ropia 

del Derecho Civil adaptada a las necesidades de la 

sociedad moderna. 

A pesar de que este proyecto se pudo concluir no se  

llego ha convertir realmente en código debido a que  la 

situación política y social de ese entonces no lo 

facilitaron, pero no cabe duda que fue un acercamie nto 

fundamental en el camino de la codificación en mate ria 

civil del país. 
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 De esa forma se hizo la tarea más fácil para quien es en 

un futuro se les encomendara la labor de continuarl a y 

por ende concluir la codificación y posteriormente 

codificación a cada uno de los Estados alrededor de  la 

República Mexicana. 

 

2.2 ANTECEDENTES DEL  PROCEDIMIENTO  CIVIL  EN MÉXI CO. 

 

El procedimiento Civil en México tiene sus antecede ntes 

más allá de  la conquista española, en el país  pre colombino 

la civilización Azteca ya tenían su propio sistema de 

justicia, en esta civilización los juicios eran de forma oral 

ya que en su tramitación  privaba el principio de i nmediatez 

y expedición y  el procedimiento no tenía recursos contra las 

resoluciones. 

En estas organizaciones judiciales se origino la 

institución de la cosa juzgada y  consistia en:  

El  Tlaltzontectli, que quiere decir: Cosa Juzgada.  El 

fallo definitivo constituía  efectivamente cosa juz gada  y 

era irrevocable. En cada tribunal había escribanos o peritos  

que tomaban  notas de las resoluciones, en forma fi gurada, 

dando así estabilidad a los derechos de las partes lo que 

hace suponer la existencia de la excepción de cosa juzgada. A 

estos escribanos se les denominaba amatlacuilos, en  tanto que 

dejaban constancia escrita, por medio de jeroglífic os, en los 

distintos actos del proceso. El ejercicio de la fun ción 

judicial correspondía a funcionarios del Estado, ju eces cuyos 
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emolumentos se cubrían con el producto de ciertas t ierras, 

cultivadas por la colectividad, para su sostenimien to.  

 
Además los miembros de la administración de justici a 

eran personas que pertenecían a la nobleza y la atr ibución 

del cargo implicaba elevados honores y grandes 

responsabilidades. Por cuanto se refiere a la estru ctura de 

la administración de justicia, existían tribunales especiales  

los comerciantes, pochtecas, los nobles, los sacerd otes y los 

guerreros, a quienes inclusive se castigaba con may or 

severidad. 1 

 

2.3 LOS TRIBUNALES EN LA EPOCA COLONIAL 

 

El gobierno de las Indias fue siempre motivo de 

preocupación especial para la corona de España y ya  desde  

siempre, los  Reyes Católicos intervinieron  en asu ntos 

coloniales judiciales. 

 El Consejo de Castilla, en 1524  creó el Consejo d e 

Indias al que se dieron las mismas facultades y pri vilegios 

que al de Castilla: la misma facultad de hacer leye s previa 

consulta del rey; la misma jurisdicción suprema en las Indias 

orientales y occidentales y sobre sus naturales, au nque 

residiesen en Castilla, sujetando todo a la Audienc ia de  

Contratación de Sevilla  y declarando expresamente inhibidos 

                                                           
1 M. ARMIENTA CALDERON Gonzalo , Teoría General del Proceso, Editorial Porrúa, 
México 2006, P. 20 
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a todos los Consejos y Tribunales de  la península  de tomar 

conocimiento en todo lo relativo a las Indias. 2 

 
El Consejo de Indias era, pues, un cuerpo legislati vo 

pero a la vez el tribunal superior donde terminaban  los 

pleitos que por su cuantía  eran susceptibles de es e recurso; 

finalmente, tenían facultades consultivas del rey. 3 

 
A la manera que el Consejo ejercía su autoridad en todas 

la Indias, las Audiencias la tenían en sus distrito s 

respectivos. En lo judicial era el tribunal supremo  del que 

no había apelación, sino en casos determinados, al Consejo 

para que sus magistrados administrasen justicia con  

independencia de interés, amistades o parentesco en  el lugar 

en que ejercían sus funciones, les estaba severamen te 

prohibido dar o recibir dinero prestado, y poseer t ierras. 4 

 
La de México, según la Recopilación de Indias, se 

componía de un presidente que era el virrey y de oc ho oidores 

que formaban salas para los negocios civiles y crim inales; 

había además un fiscal en materia civil. Tenia juri sdicción 

sobre las provincias llamadas propiamente Nueva Esp aña, con 

las de Yucatán y Tabasco, Nuevo León y Tamaulipas d e las 

internas de Oriente en el mar del norte y en el sur  desde 

donde acababan los términos de la audiencia de Guat emala, 

                                                           
2 BECERRA BAUTISTA José , El Proceso Civil en México, Editorial Porrúa, Méx ico 2006., P. 269 
3  Idem. P 269 
4  Idem.  P. 269  
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hasta donde comenzaban las de nueva Galicia. Esta r esidía en 

Guadalajara. 5 

2.4 EVOLUCION DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 

 

Cabe mencionar que con la proclamación en México de  la 

Independencia no se suprimieron de forma inmediata las leyes 

españolas por lo que con posterioridad se siguieron  

efectuando tales como: 

I.- El Ordenamiento Real 

II.- El Fuero Real 

III.- La Recopilación de Castilla 

IV.- El Fuero Juzgo 

V.-La Ley de las Siete Partidas 

En cuanto estas leyes no fueran contrarias a las 

instituciones nacionales, se ordenaba que los proce sos fueran 

regulados conforme a ellas. 

Así pues, posteriormente, la Ley de Procedimientos,  

expedida el 4 de mayo de 1857 por el Presidente Com onfort, 

tomo del acervo procesal español la mayor parte de sus 

instituciones, siendo hasta el año de 1872 que se p romulgo el 

primero Código de Procedimientos Civiles. Siguieron  a este, 

el de 15 de Septiembre de 1880 y el de 15 de mayo d e 1884. 

Estos códigos nutrieron a la legislación procesal c ivil 

vigente en todas las entidades que integran la Fede ración 

                                                           
5
 Ibidem.     P. 269 
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Mexicana, hasta la publicación del Código de Proced imientos 

Civiles para el Distrito y territorios federales de  fecha 29 

de agosto de 1932. Debemos también señalar la exped ición de 

los códigos federales de procedimientos civiles de 6 de 

octubre de 1897 y de 26 de diciembre de 1908, hasta  la 

promulgación del Código de 31 de diciembre de 1942,  publicado 

en el Diario Oficial de la Federación de 24 de febr ero de 

1943. 6 

 
En general el aprendizaje de la ciencia del derecho  y de 

todas las instituciones procesales tienden a guarda r un 

rezago que hace ineficaz la preparación de los juri stas 

quienes son los encargados de realizar un cambio en  la 

sociedad ya que son los que están empapados de prin cipios 

éticos y capacidades científicas lo cuales les facu lta ser 

las piezas claves para un mejor progreso  de impart ición de 

justicia en el país ayudando así a conservar el bie nestar 

Social. 

 
La promulgación en el año de 1942, del Código Feder al de 

Procedimientos Civiles y la posterior de los Código s 

Procesales Civiles de los Estados de Zacatecas, Gua najuato, 

Sonora, Morelos, Coahuila y Tabasco, estos últimos cuatro, 

elaborados con la valiosa participación de Fernando  Flores 

García, así como las reformas que a partir del año de 1935 

sufriera el Código de Procedimientos Civiles del Di strito 

Federal, como resultado del anteproyecto formulado por 

destacados miembros del Instituto Mexicano de Derec ho 

                                                           
6
  M. ARMIENTA CALDERON Gonzalo  Op. Cit. Nota 1 P.21 
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Procesal, a instancia y solicitud del entonces Proc urador 

General de la República, el eminente Jurista y Prof esor 

Universitario Sergio García Ramírez, motiva para al entar la 

actualización de la legislación procesal mexicana, con la 

finalidad de que este a la altura de los mas avanza dos 

sistemas procesales de Iberoamérica. 7 

 

2.5 HISTORIA DEL PROCEDIMIENTO CIVIL EN EL ESTADO D E VERACRUZ 

 

Como en todos los demás estados de la Republica 

Mexicana, el estado de Veracruz también tiene una e volución 

histórica en lo que respecta a su codificación proc esal. 

 
 Esta data del siglo XX, su principal característic a es 

que es un modelo a seguir de las leyes procesales q ue regulan 

al Distrito Federal por lo cual sus fallas así como  los 

beneficios no son del todo propias del estado Verac ruzano si 

no mas bien una derivación del régimen jurídico fed eral. 

 
Si bien es cierto que en el Código de Procedimiento s 

Civiles del Estado Veracruzano no se incluyen algun as 

instituciones  localizadas en el Código Federal, ta mbién lo 

es que la  mayoría de los conceptos contemplados en  la 

legislación Procesal Civil del Estado  se encuentra n en la 

Legislación  Federal. 

Como consecuencia del racionalismo y la fase de la 

ilustración, en el siglo XIX, se genero de forma en ergética 

                                                           
7
  Ibidem P. 31 
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la codificación alrededor de muchos países del mund o, con 

esto se quiere decir que se crearon nuevos Estados  a raíz de 

fuertes procesos de liberación e independencia. 

 
Como resultado de los procesos de independencia que  se 

generaron  mundialmente, se indujo a un panorama id eal para 

la manifestación de ideas liberales para el desarro llo y que 

a la vez estos surgimientos sirvieron de apoyo para  la 

consolidación de la nueva clase de gobernantes para  moldear 

el proceso de independencia, entre estas ideas libe rales se 

encontraban el de hacer una codificación de las ley es para un 

mejor manejo de la vida en sociedad de la nueva for ma de 

gobierno.  

En el México contemporáneo esta faceta se manifestó  con 

la Constitución de Cádiz, la cual se dice que fue l a primera 

en intentar establecer una constitución que fuera p ropia y 

representativa del país, en la cual ya desde ese  e ntonces se 

manifestaba que habría leyes secundarias y que esta s se 

deberían establecer en forma de códigos. 

 
En el numeral 258 de dicha Constitución se manifest aba 

que el Código Crimina, el de Comercio y por supuest o el 

Código Civil, se usarían  para toda la territorio m onárquico 

en ese entonces. 

 
 Ahora bien, las leyes que estaban vigentes antes d e que 

surgiera la independencia estaban desorganizadas y  

dispersas, por lo cual se dice que no estaban 

sistemáticamente ordenadas, no había una estructura  lógica en 

las leyes vigentes en ese entonces en la Nueva Espa ña.  
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Es decir cada organización de personas como lo eran  los 

indios o los comerciantes tenían su propia forma de  aplicar 

el derecho lo que generaba complicaciones y confusi ones en 

las disposiciones jurídica, por lo cual el racional ismo que 

en ese entonces estaba en auge contrastaba con la r ealidad a 

la hora de aplicar el orden jurídico por tanto se v ieron en 

la necesidad de hacer codificación a los ordenamien tos 

jurídicos para poder erradicar el desorden  que exi stía en el 

sistema legal. 

 
Con esta nueva codificación para ejercer la ley, en tra 

en vigor alrededor del siglo XIX la Ley para el Arr eglo de la 

Administración de Justicia en los Tribunales y los Juzgados 

del Fuero Común, la función de esta ley era estable cer las 

reglas que se debían llevar a cabo al momento de tr amitar 

juicios de materia civil, penales y mercantiles que  se 

suscitaran en el país 

 
Esta era la primera vez que se codificaba el 

procedimiento civil y que era aplicable en todo Méx ico, por 

ende también era la primera codificación que se hac ia en 

Veracruz. 

Desde esa época ya se había adoptado la ideología d e que 

los Estados eran independientes y tenían autonomía con 

respecto a la forma de su administración interna, p or lo cual 

tenían la facultad de dictar leyes que ayudarían a guardar el 

orden civil dentro de los territorios. 

El gobernador en ese entonces en Veracruz  el Lic. 

Francisco Hernández y Hernández en el decreto No. 9 2  

publicado en 1868 elaborado por  el Congreso Local  se 
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establecía una comisión especial por el estudio y a nálisis  

de   las leyes que fueran dirigidas para la adminis tración de 

la justicia así como la aprobación de Código de 

Procedimientos Civiles que seria el vigente en el E stado. 

 
El Congreso del Estado al emitir este decreto lo qu e 

pretendía que constantemente se realizara actualiza ciones a 

los Códigos de Procedimientos tanto al penal como a l civil y 

de esta forma se agilizarían las funciones internas . 

 
Ahora bien, la Comisión Especial que se había cread o en 

ningún momento  lo hizo  con el propósito  encomend ado por lo 

cual  hubo otro  decreto del Congreso Local el  Eje cutivo, 

por el que se ordenaba  que los códigos se debían s ancionar 

como ley obligatoria  y siendo  también obligada su  

aplicación. 

 

2.6 LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Y SU RELACION CON EL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVIL ES 

VERACRUZANO 

 

  El Artículo 40 de la Constitución Política de Méx ico 

establece la forma de Estado federal. La implantaci ón del 

sistema federal ocupo los principales debates de lo s grupos 

políticos durante la primera mitad del siglo XIX a partir, 

desde luego, de la consumación de la Independencia.  Adoptado 

por la Constitución de 1824 y reafirmado por el Act a de 

Reformas de 1847, la Constitución de 1857 y la vige nte de 

1917, el sistema federal constituye una de las deci siones 
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políticas fundamentales sobre las que se asienta nu estro 

régimen jurídico y político. 8 

 
  Se puede decir que la  soberanía es un atributo 

de gran importancia para el poder político, este co ncepto 

puede ser visto tanto negativamente como  positivam ente, en 

el primero de los casos es  la negación de cualquie r poder 

superior al del Estado llevando a  la falta de limi taciones 

impuestas al mismo por un poder ajeno.  

 
   Se entiende entonces que el más alto poder es el  de 

la soberanía, es independiente, su postura de indep endencia  

se muestra principalmente ante otras potencias, la supremacía 

aparece de una forma mas clara en las relaciones in ternas del 

poder con los particulares y los grupos colectivos que forman 

parte del Estado. 

 
 Entonces se puede dar la definición de soberanía y  del 

territorio del estado acorde a la Constitución Polí tica del 

Estado Libre y Soberano de Veracruz-de Ignacio de l a  Llave 

de acuerdo a los siguientes artículos: 

 
Artículo 1 

El Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave es 

parte integrante de la Federación mexicana, 

libre y autónomo en su administración y 

gobierno interiores. 

                                                           
8 OVALLE FAVELA José,  Derecho Procesal Civil, Editorial Oxford, México 

2010. P. 23 



25 

Artículo 2 

La soberanía reside en el pueblo, el que la 

ejerce por medio de los poderes del Estado o 

directamente a través de las formas de 

participación que esta Constitución determine. 

Artículo 3 

El territorio del Estado tiene la extensión y 

límites que históricamente le corresponden y 

comprende además los cabos, islas e islotes 

adyacentes a su litoral en los que ejerce 

jurisdicción, de conformidad con lo 

establecido en la Constitución Federal y la 

ley. 

 

El Estado tiene como base de su división 

territorial y de su organización política al 

municipio libre, sin perjuicio de las 

divisiones que establezcan las leyes de los 

distintos ramos de la administración. La ley 

fijará el mínimo de la población y los demás 

requisitos necesarios para crear o suprimir 

municipios. 

 

Una vez que se definió el concepto de soberanía 

basándose en la Constitución Política Local  result a 

entendible que  la Norma Suprema disponga:  
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Artículo 40  

Es voluntad del pueblo mexicano constituirse 

en una República representativa, democrática, 

federal, compuesta de Estados libres y 

soberanos en todo lo concerniente a su régimen 

interior; pero unidos en una federación 

establecida según los principios de esta ley 

fundamental. 

 

Consecuentemente  la manera de gobernar en México  se 

integra de la siguiente forma: 

1.- Una República 

2.- Representativa 

3.- Democrática 

4.- Federal 

 

Es una Republica, porque  propone cambios  

periódicamente de gobernantes  que son electos por el mismo 

pueblo que residentes de la soberanía esencial y 

originariamente. 

  

Es una  República Representativa, porque  atiende  a la 

forma democrática de gobierno,  toda vez que el pue blo mismo 

se encuentra representado por  los Diputados sean a  los 

congresos Locales o a la Federación.  
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Es una República Representativa, Democrática, porqu e ha 

adoptado un sistema en donde los gobernantes son el egidos 

mediante el voto de los ciudadanos, es decir el vot o popular,  

Basta decir que la Democracia debe entenderse como  

directa  y la democracia representativa, en el prim er 

supuesto, el pueblo en general dirige las funciones  del 

estado y en el segundo, son los funcionarios que ob tienen el 

voto mayoritario quienes desempeñan esa delicada e importante 

actividad. 

Este país entiende la democracia en el sentido más 

amplia, misma que nace desde  una actitud antidiscr iminatoria 

hacia cualquier habitante de la república, y en una  constante 

actitud igualitaria, en México todos los habitantes  son 

iguales. 

  La democracia en México  es representativa, así l o 

manifiesta el artículo 41 de la Constitución Federa l, y 

comienza diciendo en su primer párrafo: 

Artículo 41 

El pueblo mexicano ejerce su soberanía 

por medio de los Poderes de la Unión, en 

los casos de la competencia de estos, y 

por los de los estados en lo que toca a 

sus regímenes interiores, en los términos 

respectivamente establecidos por la 

presente Constitución Federal y las 

particulares de los estados, las que en 

ningún caso podrán contravenir las 

estipulaciones del Pacto Federal. 
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Es como surge el Instituto Federal 

Electoral mejor conocido como IFE, tanto 

a nivel estatal ya que cada Estado cuenta 

con un Instituto así como a nivel 

nacional funcionan múltiples oficinas y 

con centenares de empleados alrededor de 

cada una de las ciudades mas importantes 

y pueblos de toda la Nación. 

 
De la misma forma como existe este instituto tambié n 

se cuenta con un Tribunal Federal Electoral del Pod er 

Judicial de la Federación el cual tiene como funció n la 

de resolver los conflictos que se presenten en las 

elecciones federales, como en ciertos casos de reso lver 

los conflictos que se han dictado por los Tribunale s 

Electorales de cada Entidad Federativa según se pre sente 

el caso. 

El Código Adjetivo Local de la misma forma que toda  

la leyes secundarias, ya sea de la materia federal o 

local, debe adaptarse a lo que señala la Carta Magn a, 

debido a que esta es el ordenamiento principal en d onde 

son establecidos los principios generales y fundame ntales 

para la buena relación social, los que se  respetar an  en 

toda la Nación por los ciudadanos  tanto en su posi ción  

de gobernados como en su carácter de gobernantes. 

El hecho de que el Código Procedimental este acorde  

a los mandamientos constitucionales es de suma 

importancia ya que a través de él se aplicara el de recho  

y como consecuencia se mantiene una estabilidad soc ial.   
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En forma especial el código adjetivo local establec e 

la forma en que deben conducirse las personas tanto   

físicas como morales, para solicitar al órgano de 

justicia correspondiente su intervención para que 

mediante una resolución que tenga carácter ejecutiv o, 

ordene sean respetados sus derechos civiles, los cu ales 

son reconocidos en la Constitución Política Federal . 

Con los fines de estudio y comparación es de gran  

importancia  que se conozcan todos los conceptos 

constitucionales que tengan relación inmediata y di recta 

con la función o la jurisdicción de la Entidad 

Federativa, ya que en ellos se encontrará  el respa ldo 

del  Código Procedimental del Estado. 

Cuando se refiere al territorio de la Nación, se re fiere 

a un todo general del Estado y sin dejar a un lado los otros 

dos elementos que son de gran importancia para la f ormación 

de este a los que se les denominan, el pueblo y el orden 

jurídico. 

 La Federación  está integrada por  las siguientes 

partes: 31  Entidades Federativas, el Distrito Fede ral así 

como  las islas, arrecifes, cayos y demás; las isla s marías y 

Revillagigedo, la plataforma continental y los zóca los 

submarinos, las aguas, los mares y el espacio situa do por 

encima del territorio nacional, según la Constituci ón y los 

acuerdos internacionales. 

Por cuanto hace  al Territorio Nacional se esta 

refiriendo a una Federación,  constituida por  una serie de 

Entidades Federativas que ejercen mando en determin adas 
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partes del  Territorio, aunque en forma subordinada  al 

ejercicio del Gobierno de la Federación como se asi enta en el 

Artículo 41 de la misma norma suprema, pero que a l a vez 

mediante el pacto federal están  integrados como un  solo 

ente.  

Es de gran importancia recordar que las entidades 

Federativas tienen  sus propias Constituciones  Pol íticas, 

pero por ningún motivo deben transgredir lo asentad o en la 

Constitución General de la Republica, que  es la má xima 

expresión de ordenamiento legal del país.  

Como bien se sabe de acuerdo a lo que estipula el 

artículo 40 de la Constitución política de los Esta dos Unidos 

Mexicanos, las Entidades Federativas que conforman a la 

Nación son libres y ejercen su soberanía, así como que dicha 

libertad  y soberanía apuntan solo para los  asunto s que 

competen mas que nada  el régimen interno, en cuant o a que no 

se vuelva vulnerable el pacto federal.  

 

De acuerdo con el mismo ordenamiento, los Estados d eben 

permanecer  unidos a  la Federación según los princ ipios de 

la Ley Suprema, es decir, de la propia Constitución  Política 

Federal la cual indica lo siguiente:  

 

Artículo 133:   

Esta Constitución, las leyes del Congreso de 

la Unión que emanen de ella y todos los 

Tratados que estén de acuerdo con la misma, 

celebrados y que se celebren por el Presidente 

de la República, con aprobación del Senado, 
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serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los 

jueces de cada Estado se arreglarán a dicha 

Constitución, leyes y tratados, a pesar de las 

disposiciones en contrario que pueda haber en 

las Constituciones o leyes de los Estados. 

 

Con lo anterior dicho se puede afirmar que a pesar   que 

las entidades Federativa las cuales son integrantes  de una 

Unión Federal sean libres y soberanas en cuanto a s u régimen  

interno, deberán estar sujetas a su forma de gobier no en el 

ejercicio de sus funciones a como lo disponga la Co nstitución 

Federal, de tal magnitud que si las leyes que sean expedidas 

por los Congresos  de cada Entidad resultan contrar ias a los 

preceptos de la Constitución Política de los Estado s Unidos 

Mexicanos, deberán de prevalecer por encima las dis posiciones 

de la Ley Suprema y no las de las ordinarias impugn adas, aun 

cuando su origen sea de una constitución local y qu e haya 

sido emitida por las autoridades competentes en la materia. 

 

2.6.1 ARTÍCULOS 14 

 

En este precepto constitucional se nos presenta la 

garantía de exacta aplicación de la ley la que comú nmente se 

conoce como la garantía de audiencia esto es porque  gracias a 

esta estipulación constitucional las personas puede n ser 

oídas y se debe llevar como es debido un juicio y s er vencido 

en este para que se le pueda fincar una determinada  

responsabilidad. 

Como bien señala la Carta Magna:  
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Artículo 14 

A ninguna ley se dará efecto retroactivo en 

perjuicio de persona alguna. 

 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de 

sus propiedades, posesiones o derechos, sino 

mediante juicio seguido ante los tribunales 

previamente establecidos, en el que se cumplan 

las formalidades esenciales del procedimiento 

y conforme a las Leyes expedidas con 

anterioridad al hecho. 

 

En los juicios del orden criminal queda 

prohibido imponer, por simple analogía, y aún 

por mayoría de razón, pena alguna que no esté 

decretada por una ley exactamente aplicable al 

delito de que se trata. 

 

En los juicios del orden civil, la sentencia 

definitiva deberá ser conforme a la letra o a 

la interpretación jurídica de la ley, y a 

falta de ésta se fundará en los principios 

generales del derecho. 

 

Ahora bien acorde al segundo párrafo del artículo c itado 

podemos sacar conclusiones como  las siguientes:  

I.  Todo gobernado claro que si pueden ser privados 

de los bienes que tengan en su posesión así como 
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derechos que civilmente  le corresponden de 

manera legitima. 

II.  La legislación civil que como bien se sabe es la 

que regula los hechos específicos se sometan a 

juicio para que así se puedan dar las privaciones 

de los determinados derechos del gobernado. 

III.  Así como existen las leyes civiles, también deben 

existir los juzgados civiles que tienen 

competencia para poder conocer de casos concretos 

objeto de juicio. 

IV.  Por lo consiguiente el Código de Procedimientos 

Civiles Local debe estipular un procedimiento que 

contenga un conjunto de formalidades que estén 

establecidas de una forma clara, las cuales deban 

ser necesariamente agotadas durante un juicio. 

V.  Una vez que el juicio ha llegado a su fin, es 

cuando se puede presentar la privación de los 

derechos de la persona. 

 

De lo ya dicho se puede dar como  referencia, como  se 

mencionó en el punto numero cuatro que está referid o a las 

formalidades que contiene el ordenamiento adjetivo civil 

correspondiente, que en este caso es el Código de 

Procedimientos Civiles del Estado Libre y Soberano de 

Veracruz de Ignacio de la Llave, hay que mencionar que este 

conjunto de leyes establece un conjunto de disposic iones que 

deben de cumplirse ante las diferentes situaciones que se 

vayan tramitando al iniciar los juicios de materia civil que 

en el sean regulados. 



34 

Entre este conjunto de formalidades se encuentran l a del 

dictamen de sentencias definitivas que en el ámbito  civil  

deben estar acorde a la interpretación jurídica del  Código de 

Procedimientos Civiles Local y el Código Civil de V eracruz y 

en caso de que en estos no  se encuentren las dispo siciones 

suficientes que puedan aplicarse, se podrá sustanci ar y 

apoyar con los Principios Generales del Derecho. 

Se puede pensar que el órgano jurisdiccional  al 

interpretar la ley para emitir una sentencia, estar ía 

excediéndose en su facultades, pues no le correspon de crear 

normas de ningún otro tipo sin embargo hay que refl exionar 

que el mismo ordenamiento constitucional. 

El párrafo cuarto del artículo 14 constitucional no  es 

solo regla de interpretación, sino de integración. Tiene 

indudablemente el defecto de referirse de modo excl usivo al 

acto por el cual un negocio es fallado, como si los  problemas 

hermenéuticos, en esta materia, únicamente pudieran  

presentarse cuando el juez dicta sentencia. Las cue stiones 

interpretativas surgen no solo al resolver los conf lictos, 

sino en cualquier acto de aplicación de leyes y, po r ende, en 

cualquier momento del juicio, desde la formulación de la 

demanda hasta el postrer acto de ejecución. 9 

 

2.6.2 ARTÍCULO 16 

El Artículo 16 de la Constitución Política Federal es el 

que se ocupa de la garantía de legalidad para todo ciudadano, 

es el cual muestra que el órgano de gobierno deberá  ser 

                                                           
9 GARCÍA MÁYNEZ Eduardo , Introducción al Estudio del Derecho, Editorial Po rrúa, México 2007. 

P.381 



35 

competente para poder ejecutar de forma legal el ac to de 

molestia en lo que se refiere a la vida personal as í como en 

sus bienes o posesiones de cada persona, y para que  esto 

pueda ser posible deberá estar fundado y motivado c on una 

orden escrita, esto es que la propia ley es la que otorga la 

competencia a los órganos de justicia para poder re alizar el 

acto. 

Para darle  mayor énfasis a lo citado, se debe seña lar 

lo que el artículo dispone en su primer párrafo: 

 
Artículo 16: 

Nadie puede ser molestado en su persona, 

familia, domicilio, papeles o posesiones, sino 

en virtud de mandamiento escrito de la 

autoridad competente, que funde y motive la 

causa legal del procedimiento. 

 

Entonces se puede afirmar que autoridad competente es 

aquella que ha sido autorizada o facultada por la l ey para 

poder dictar un ordenamiento legal, dichos motivos y 

fundamentos que deberá de realizar la jurisdicción 

correspondiente se entiende así como la reflexión l ógica 

jurídica que se debe difundir al dictar una orden, con esto 

se demuestra que al fundamentar deberá realizarlo c on el 

texto de los mandatos legales que sean aplicables p ara 

determinado caso del que se trate, y deberá relatar  de una 

forma precisa y corta como se dieron los hechos de lo que se 

esté adecuando en lo previsto por las normas jurídi cas que se 

han señalado como el fundamento. 
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Con esto la autoridad deberá de realizar un trabajo  

lógico para aplicar el derecho pues no seria correc to que se 

convocaran disposiciones legales que no estuvieran 

relacionadas de una forma coherente y acorde a los hechos que 

se narraron y han sido probados en un proceso legal , ya que 

si no se hiciera de esta manera el acto de molestia  seria 

ilegal y como resultados seria vulnerable por los p ropios 

medios que están concedidos por la propia ley para esos 

casos. 

 

2.6.3  ARTÍCULO 17 

 

En  este Artículo se puede encontrar la expresión 

hacerse Justicia por si misma, cabe mencionar que m uchos 

estudiosos han expuesto sobre la Justicia tratando darle a 

esta palabra un significado  valido para todas las personas 

en todas las épocas, no obstante no se ha podido al canzar 

este objetivo ya que se le dan diferentes sentidos en las 

diferentes fases de la historia. 

Desde la época de los griegos se han hecho serios 

intentos para definir a la justicia y hasta ahora n o se ha 

logrado obtener alguna definición que tenga validez  

universal.  

Como bien dispone el artículo 17 constitucional en sus 

párrafos primero y segundo: 

Artículo 17 
Ninguna persona podrá hacerse justicia 

por sí misma, ni ejercer violencia para 

reclamar su derecho. 
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Toda persona tiene derecho a que se le 

administre justicia por tribunales que 

estarán expeditos para impartirla en los  

plazos y términos que fijen las leyes, 

emitiendo sus resoluciones de manera 

pronta, completa e imparcial. Su servicio 

será gratuito, quedando, en consecuencia, 

prohibidas las costas judiciales. 

 
Se debe aclarar que en este artículo no se contiene  una 

garantía individual propiamente dicha, sino que  le s impone a 

los ciudadanos  obligaciones negativas que consiste n en no 

realizar justicia por  su propia mano y no optar po r la 

violencia para demandar sus derechos. 

Existen muchas opiniones negativas  limitadas a la 

monopolización de la violación legitima que el Esta do ejerce, 

las cuales este puede manipular, tal como la retenc ión de 

bienes por el acreedor para garantizar una deuda. 

Ahora bien este Artículo también se refiere  al que  el 

servicio esta en manos del Estado que es el de admi nistrar la 

Justicia esto mediante los Juzgados y todo acorde a  la Ley.  

Es de saberse que la impartición de justicia de los  

tribunales es demasiada tardada llegando al grado d e 

desesperar al individuo sin dejar atrás que tampoco  se apuran 

por acatar los plazos que la ley señala para ejerce r como es 

debido el proceso. 

Hemos de mencionar que en el mismo precepto legal n os 

menciona que el servicio de los Juzgados   debe ser  de forma 

gratuita y sin cobrar ningún tipo de costas judicia les. 
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Es necesario hacer referencia a esto pues en la vid a 

diaria dentro de los Tribunales esto no es verdad, ya que  

los pasantes en derecho e incluso los abogados con 

experiencia han tenido la necesidad de llegar al so borno para 

poder impulsar su trabajo con el personal de dicha 

Institución impartidora de justicia. 

 

2.7 PRESUPUESTOS DEL DERECHO PROCESAL CIVIL 

 
Los Juzgados,  con la facultad que la ley les otorg a 

como órganos de justicia, tienen la potestad de pod er 

impartir la justa aplicación de las leyes, misma qu e se 

ajustara a los lineamientos que se establecen en el  Derecho 

Civil y derecho Procesal  Civil. 

Debido a que en las determinaciones procesales se 

tramitan casos que solo conciernen intereses de cad a 

particular, existe el principio de disposición de d erechos el 

cual tiene un amplio campo de aplicación pero no es  el único 

ya que existen excepciones bien definidas que no es tán 

incluidas. 

Respecto a ese principio se debe quedar claro que 

siempre corresponde a la parte que esta interesada en aplicar 

su derecho, lo que en la vida diaria lo damos a dem ostrar a 

través de una demanda en donde el actor solicitará que sus 

derechos sean protegidos por el juez que sea compet ente en el 

caso. 

Según el artículo 1 del Código de Procedimientos Ci viles 

de Veracruz, el ejercicio de las acciones civiles r equiere: 
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Artículo 1: 

I.  El interés en el actor para deducirla, falta 

el requisito del interés siempre que no 

pueda alcanzarse el objeto de una acción, 

aun suponiendo favorable la sentencia. 

 
II.  La concurrencia de los presupuestos 

procesales  para el ejercicio de la acción. 

 
 

 Fácilmente se desprende que si existe falta de int erés 

por la parte actora para deducir la acción, difícil  será 

proteger los derechos que legítimamente le correspo nden, esto 

es, si la parte afectada no recurre al tribunal par a poder 

ser auxiliado por el juez, no se podrá dar inicio a  un 

proceso legal y su derecho no será tutelado,  simpl emente se 

extinguirá. 

 
 En la práctica no es necesario que se realice tale s 

afirmaciones pues es de saberse que aquella persona  que no 

defienda su derecho no contara con la protección de  nadie 

para que pueda actuar en su defensa, pero es import ante 

destacar que la finalidad de estas declaraciones es  mostrar 

la capacidad que tiene el dispositivo de derechos, al grado 

que así como cada persona tiene la facultad de  hac er valer 

sus derechos civiles, también puede cederlos en ben eficio de 

otra persona, es aquí donde surge un contraste con la materia 

penal en la cual el principio de disposición de der echos no 

es la regla general ya que en caso de la acción de un delito 

que sea perseguido de oficio, se seguirá aunque la víctima le 

otorgase el perdón al actor del delito, ahora bien si dicha 
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comisión de delito es perseguido de querella por la  parte que 

ha sido afectada, es aquí donde si correspondería a  la 

victima poder disponer sobre si se inicia un proces o en 

contra del sujeto que realizo el delito. 

 Cuando ya se ha tomado una decisión para realizar la 

defensa de los derechos que le corresponden, es ent onces 

cuando se llevará a cabo un proceso ante el tribuna l 

correspondiente el cual no se podrá negar en forma deliberada 

a iniciarlo, ya que deberá aceptar la demanda y con  ayuda de 

las partes ejecutara actos que son importantes para  poder 

llegar a una solución  

 Se refiere entonces a la sentencia, que se ejecuta rá en 

el momento que sea debido, todo este procedimiento tiene sus 

inicios en el derecho de acción que tienen todas la s personas 

en la sociedad, de esa manera se puede desglosar de  una forma 

corta el procedimiento ordinario que se lleva a cab o en el 

Código de Procedimientos Civiles Local y se represe nta de la 

siguiente forma: 

1.  Fase expositiva: la cual comprende la demanda y 

ofrecimiento de las pruebas así como la contestació n y 

las pruebas correspondientes. 

2.  Fase probatoria: consta de la fijación de la Litis,  el 

desahogo de las pruebas y de los alegatos que han d e 

realizarse. 

3.  Fase resolutiva: es la que comprende la sentencia. 

4.  Fase ejecutiva: aquí es donde se refiere a la ejecu ción 

de la sentencia .   
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 De esta forma, se demuestra que el procedimiento s e 

presenta cuando es ejercido el derecho de acción. 

  

2.7.1 DERECHO DE ACCION DE LAS PARTES 

 
El derecho de acción se utilizaba desde las épocas 

primitivas, el hecho de que un particular tenía la facultad 

de defender su derecho y  contestar  los ataques  d irigidos 

contra él y  lograr  por si la restitución del dere cho 

violado. 

La acción la podemos definir como la facultad de in vocar 

la autoridad del estado para la defensa de un derec ho, pero 

es necesario distinguir la acción como potencialida d y como 

actuación, es simplemente la función del derecho su bjetivo, 

equivale a la invocación efectiva de la autoridad d el estado 

para la protección de determinado derecho 

Es así como para el derecho civil es un elemento de l 

derecho que solo se destaca cuando este se encuentr a 

amenazado o violentado, y desde el punto de vista p rocesal en 

cambio es un mero hecho a saber, el ejercicio de la  facultad 

jurídica, luego entonces si el juez descubre que el  derecho 

no existe, tiene la obligación de declarar que la a cción es 

infundada. 

En ejercicio de la acción, el actor presenta su dem anda 

pero también en ejercicio de la acción el actor ofr ece y 

aporta sus pruebas, formula alegatos, interpone med ios de 

impugnación, en la demanda la parte actora formula su 

pretensión, es decir, su reclamación concreta frent e a la 
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parte demandada, que puede consistir en un dar, hac er o no 

hacer, en relación con determinado bien jurídico 

La acción es la afirmación de un sujeto de derecho de 

merecer la tutela jurídica y por supuesto, la aspir ación 

concreta de que esta se haga efectiva, el derecho d e cada 

ciudadano como tal, que puede pretender  del estado  el 

ejercicio de su actividad para la satisfacción de l os 

intereses amparados por el derecho. 

Es un derecho subjetivo publico porque es correlati vo de 

una obligación impuesta a ciertos órganos del estad o, a lo 

que dominamos órganos jurisdiccionales y consiste e n la 

aplicación de las leyes generales solo a casos prec isos para 

así dar satisfacción y tutelar los intereses a los cuales 

protege. 

Es relativo ya que corresponde a una determinada 

obligación de una sola persona, con esto se afirma  que  el 

estado  esta representado por sus órganos. 

No obstante este derecho puede ser abstracto pues e ste 

se puede ejercitar por cualquier persona aunque est a no tenga 

un derecho material que pueda hacer valer, es decir , no se 

trata de ejercer un derecho frente al contrario, si no  de  

ejercitar  la facultad de una obligación del estado . 

Debemos tener claro que no es un derecho para obten er 

una sentencia a  favor  del particular, sino, es so lo le 

hecho de poder tener  una sentencia, o sea la potes tad de 

pedir la prestación de la función jurisdiccional, c onsistente 

en obtener del estado la declaración de lo que es j usto en 

concreto. 
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Los Juzgados en el Estado de Veracruz están a cargo  de 

la impartición de justicia, por lo que desde el mom ento en 

que les fue otorgada tal función se les da capacita ción de 

forma genérica para que puedan aplicar de forma cor recta el 

derecho lo que se puede clasificar como la jurisdic ción. 

Las actividades que tiene el Estado encaminadas a l a 

aplicación del derecho objetivo cuando es aplicada de forma 

general la norma a un caso concreto es a lo que se le conoce 

como jurisdicción que también forma parte de los pr esupuestos 

procesales dentro del procedimiento judicial. 

El legislador para ahorrarse procedimientos no 

necesarios y sin sentido señala en el ordenamiento procesal 

que a falta del interés del actor siempre que no se  pudiere 

alcanzar el objetivo de una acción,   aunque sea de  suponerse 

favorable la sentencia, ya que esto solo seria una pérdida de 

tiempo y entorpecería las labores de los juzgados e n el 

Estado. 

 

2.7.2 JURISDICCION Y OBLIGACION DEL JUEZ 

 
Se puede definir como jurisdicción a la facultad qu e se 

tiene para decidir con fuerza que incumbe a ambas p artes, en 

una cierta situación jurídica que esta en controver sia. 

Etimológicamente hablando, viene de dos palabras la tinas: 

jus-derecho y dicere, decir, con lo que se recae en  el 

concepto de  decir el derecho. 

Es la facultad que se le confiere al juez de ejerce r la 

aplicación de la ley, de una forma obligatoria para  ambas 
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partes y en relación al objeto de tal declaración y  de 

efectuar todo cuanto la ley le ordena o le consient e para 

realizar tal fin. 

Es la ocupación que tiene el Estado de realizar la 

actuación de la voluntad  de la ley mediante la sub stitución, 

a través de la  actividad de los órganos de gobiern o,  ya sea 

para referirse a la existencia de la voluntad de la  ley, o 

para hacerla indudablemente efectiva. 

La posibilidad de decidir una situación controverti da es 

común al juez y al jurista, desde el punto de vista  

intelectual, ambos realizan. 

No es difícil poder entender que la  que es obligac ión 

del juez cuando debe decidir sobre un caso en parti cular, 

debe de basarse en la lógica acorde a las leyes, ya  que 

cuando se le plantea una controversia esta obligado  a seguir 

como debe de ser las formalidades legales, como son  la 

notificación que se le debe de hacer al demandado, la 

admisión de las pruebas que ofrezcan las partes así  como su 

valoración, y demás actividades de su encargo. 

El juez debe conocer al pie de la letra las normas 

vigentes y poder relacionar los argumentos de las p artes en 

el proceso con el derecho que ha de aplicarse para que su 

sentencia se convierta en una declaración formal de  lo que se 

deberá respetar en ese caso en especial, de esa for ma se le 

puede imponer el resultado en contra de la parte co ntraria a 

que cumpla con la obligación impuesta. 

Se pueden mencionar las obligaciones primordiales q ue 

tiene el juez para poder ejercitar la jurisdicción:  
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• Deberá conocer los argumentos de ambas partes, asi 

como incluir lo que ha de ser aprobado en el 

juicio. 

• El Juez debe emitir una respuesta o resolución 

sobre el conflicto que ha sido sometido a su 

conocimiento. 

• Deberá ejecutar la resolución o sentencia de forma 

coactiva si es necesario hacerlo 

 Con lo que se acaba de expresar se puede decir que  los 

órganos jurisdiccionales,  tribunales judiciales, e jecutan 

una tarea soberana o actos que son del gobierno par a poder 

alcanzar el bienestar y la paz en la sociedad y una  buena 

instancia del derecho en la vida cotidiana. 

              

2.7.3 COMPETENCIA 

 
Los jueces tienen la facultad de decir el derecho, a 

esto se refiere a establecer la jurisdicción, se re quiere de  

señalamiento de límites específicos y acertados par a poder 

obtener efectos que sean aplicados en la practica. Estos 

límites una vez establecidos se identificaran con l a 

competencia que se otorga  a cada juez. 

La razón primordial  para establecer la competencia  se 

debe a que el estado en su función de administrar e  impartir 

justicia, debe conocer cual es el numero de funcion arios que 

deben existir para el mejor desempeño de esta tarea , sin 

embargo cuando se decide crear mas juzgados dentro de nuestro 

estado, se debe al hecho de que los existentes son 

insuficientes y cuentan con una excesiva carga de t rabajo que 
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su desempeño no logra satisfacer a la ciudadanía so bre sus 

exigencias de justicia pronta y expedita. En pocas palabras 

se crean mas juzgados cuando los existentes ya se e ncuentran 

saturados de trabajo y no porque exista planeación alguna al 

respecto. Existen varias razones que inciden direct amente  en 

la creación planeada y previsora de juzgados en las  distintas 

localidades del estado; entre ellas se pueden menci onar, la 

falta de presupuesto; la dependencia del poder judi cial del 

poder ejecutivo, la falta de información oportuna y  fidedigna 

sobre la población existente en nuestro estado, per o no 

obstante esto, seria deseable que el gobierno estat al se 

preocupara para allanar el camino y se dieran  las 

facilidades necesarias para lograr un programa bien  cimentado 

para la creación de juzgados en forma oportuna y pr evisora, 

para que se dejaran de tomar decisiones al vapor so bre este 

tópico que aunque no lo parece es muy importante. 10 

El establecimiento de la competencia se sustenta en  

criterios diferentes, los mas conocidos y aceptados  por los 

distintos ordenamientos civiles en nuestro país son  aquellos 

que la establecen en razón del territorio, del grad o, de la 

materia o genero y de la cuantía. 

Como dispone el artículo 109 del Código de Procedim ientos 

Local:  

Toda demanda debe formularse ante juez competente. 
 
Este es uno de los aspectos mas importantes que se deben 

cuidar al iniciar algún juicio, pues como es de sab erse en 

                                                           
10  DEL RIVERO MEDIA Jorge,  El Procedimiento Civil en Veracruz, Editorial Porr úa, 

México 2003. P. 28 
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caso de llevarse a cabo un procedimiento ante algún  juez que 

pueda ser declarado incompetente, será nulo de plen o derecho, 

lo que quiere decir que no es necesario que se agot e juicio 

alguno  para que se declare nulo lo actuado, esta e s la 

principal regla relativa a las cuestiones de compet encia. 

Es importante que al inicio de un juicio se verifiq ue 

con todo cuidado cual es el juez competente para co nocer del 

caso en particular, pues si en un momento dado el d emandado 

impugnare su competencia con el fin de retardar 

maliciosamente el procedimiento, se puede exponer a  pagar en 

favor de su contraparte una cantidad que el juez de berá 

regular de forma prudente. 

Otro aspecto que debemos mencionar referente a la 

competencia es el deber que tienen los órganos 

jurisdiccionales del Estado de impartir justicia en  todas las 

controversias que se le planteen. 

Esta obligación se traduce prácticamente, en el hec ho de 

que ningún juez puede negarse a conocer de alguna 

controversia que le sea planteada en forma debida p or alguna 

persona, pues es precisamente esa la función para l a que 

fueron creados, por lo que resultaría absurdo que s e negaren 

a prestar el servicio que motivo su establecimiento . 

La única causa que pueden argumentar válidamente pa ra 

negarse a conocer del asunto planteado, es la de co nsiderarse 

incompetentes, pero deberán señalar los fundamentos  legales 

en que se apoye la resolución que al efecto emiten.  

En el caso  de que alguno de los jueces que deba 

impartir justicia se declare incompetente en algún caso 
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concreto, deberá fundar y motivar su resolución en donde 

conste tal situación, ya que al ser un acto de gobi erno que 

afecta la esfera jurídica de los particulares, se d ebe 

ajustar a la ley fundamental, para evitar que sea a tacado por 

no cumplir con estos requisitos básicos de sustenta do. 

De lo anterior se desprende otra regla de la 

competencia, y que en forma concisa se puede consig nar 

sosteniendo que cuando el juez no se considere inco mpetente 

para conocer del caso, será plenamente reconocida s u 

competencia por las partes, cuando se someten en fo rma 

indubitable a ella. 

Cuando se reconoce competencia expresamente no exis te lugar a 

dudas, y el reconocimiento tácito indiscutible se p resenta en 

los siguientes casos: 

1.  Cuando el actor presenta su demanda o cuando 

contesta la reconvención. 

2.  Cuando el demandado contesta la demanda o presenta 

la reconvención. 

3.  Cuando se desiste de la impugnación de la 

competencia 

4.  Cuando el tercerista se presenta a juicio sin 

impugnar la competencia. 

 

2.7.4 LAS PARTES EN EL PROCEDIMIENTO CIVIL 

 

 El concepto de parte se puede definir como  la per sona 

que exige de la autoridad competente la aplicación de una 

norma substantiva a un caso especial, que se de su interés 
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propio o ajeno, para que esta definición se entiend a, es 

necesario analizarla. 

La persona que puede actuar en un proceso, es decir , que 

tiene la legitimatio ad processum puede ser física o moral, 

por tanto la persona física desde que es concebida y las 

personas morales desde y hasta que jurídicamente ex isten. 

La aplicación de una norma substantiva a un caso 

concreto quiere decir que son partes no solo los qu e 

intervienen en juicios de conocimiento que terminan  con 

sentencia declarativa, constitutiva o de condena, s ino los 

que intervienen en juicios ejecutivos, en procedimi entos 

cautelares y los que promueven la protección de int ereses 

legítimos, fuera de controversia y aun los promoven tes de 

jurisdicción voluntaria. 

 En interés propio o ajeno. El interés presupone, s egún 

la doctrina tradicional, la existencia de un derech o 

subjetivo que se hace valer de frente a un estado d e hecho 

lesivo o contrario al derecho mismo, por lo cual en  nuestra 

definición este termino se reduce a la pretensión v alida 

respecto a la aplicación de una norma substantiva e n un caso 

concreto, precisamente a favor del promovente y a t ravés de 

los órganos jurisdiccionales. 

 Por tanto, el interés que hacen valer las partes e n 

juicio, son propios, cuando actúan en su propio nom bre y 

derecho, y son ajenos cuando ese interés esta al cu idado 

procesal del actor. 

 Ambas partes han de acudir para defender sus derec hos 

que les corresponden ante un proceso o bien para re alizar  
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actos en una jurisdicción voluntaria, existe un int erés que 

se basa en la existencia de un derecho sustantivo q ue se esta 

lesionando por la intervención de otra persona, asi  el actor 

o el demandado se pueden identificar como tales, au nque 

también puede existir una u otra persona distinta d e estos 

dos, es decir, los terceros o hasta el Ministerio P úblico, 

que también se les puede identificar como parte pue sto que 

estos de igual forma pueden presentar alegatos sobr e los dos 

actores principales en el juicio.  

 

2.8 DEMANDA Y CONTESTACION  EN EL PROCEDIMIENTO CIV IL DE 

VERACRUZ 

 

La demanda podemos conceptuarla como el primer acto  que 

abre o inicia el proceso. La demanda es el primer a cto 

provocatorio de la función jurisdiccional, es el pr imer 

momento en el que se ejerce la acción y debe entend erse como 

la actividad concreta del particular frente a los ó rganos de 

administración, frente a los tribunales o jueces. E l hecho de 

que la demanda se presente no debe confundirse con el hecho 

de que la demanda se elabore. Alguien puede en su c asa o en 

su oficina elaborar un escrito de demanda y guardar lo en el 

cajón del escritorio.  

Esto no tendrá trascendencia jurídica ni trascenden cia 

procesal. La trascendencia jurídico-procesal se vie ne a 

manifestar cuando se lleva ese escrito de demanda y  se 

entrega al tribunal; al entregarlo y al ser recibid o 

oficialmente, en ese momento se esta excitando la f unción 
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jurisdiccional. Mediante esa presentación de la dem anda se 

desencadena una serie de actos procesales, todos lo s cuales 

van a constituir en su conjunto un proceso. Por tan to, la 

demanda es importante como acto de provocación de l a función 

jurisdiccional y como primer acto mediante el cual el actor 

provoca precisamente la función jurisdiccional, ech a a andar 

la maquinaria del proceso. 11 

La demanda tiene una importancia capital en el proc eso 

civil. Si como se ha visto, en razón de predominio del 

principio dispositivo el objeto del proceso va a se r fijado 

por las partes, la demanda sirve a este fin, por lo  que se 

refiere a la parte actora. 

La demanda es el acto procesal por el cual una pers ona, 

que se constituye por la misma en parte actora o de mandante, 

inicia el ejercicio de la acción  y formula su pret ensión 

ante el órgano jurisdiccional. 

Es un acto procesal porque de hecho con ella se va a 

iniciar la constitución de la relación jurídica pro cesal, es 

decir con ella nace el proceso 

En la demanda la parte actora formula su pretensión , o 

sea su reclamación concreta frente a la parte deman dada, que 

puede consistir en un dar, hacer o no hacer, en rel ación con 

un determinado bien jurídico. 

La demanda es el acto inaugural del procedimiento, con 

ella el titular de derechos civiles adquiere la cal idad de 

actor en el procedimiento, este acto procesal se pu ede 
                                                           
11 GOMEZ LARA Cipriano,  Derecho Procesal Civil, Editorial Oxford, México 2 008, P. 

32 
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realizar sobre la base del derecho de acción que to dos 

tenemos, entendido este como la posibilidad de que cualquier 

persona puede acudir ante el órgano jurisdiccional,  para que 

le imparta justicia en un caso determinado. 

La demanda en forma muy completa como el acto proce sal de 

una persona física o moral, denominada actor o dema ndante, en 

virtud del cual, en forma escrita o verbal, solicit a la 

intervención del órgano estatal jurisdiccional para  que 

intervenga en un proceso controvertido que se dirig e a otra 

persona  física o moral, denominada demandado o reo , para 

forzar a esta ultima persona a las prestaciones que  se 

reclaman. 

Como se puede ver al presentar la demanda, el actor  

tiene en su ánimo la esperanza que el juez le otorg ue una 

sentencia favorable de acuerdo a lo argumentado en la misma o 

como dijeran los españoles en el siglo pasado: 

Para justicia alcanzar, tres cosas son menester: 

tenerla, darla a entender y que la quieran dar. 

Como el derecho del actor se opone al demandado, si empre 

será necesario conocer las pretensiones que se incl uyan en la 

demanda, las que puedan ser la entrega de algún bie n material 

o la realización de alguna conducta determinada dis tinta a la 

entrega de alguna cosa, o a la abstención de realiz ar algún 

acto. 

La demanda además de ser un acto procesal, se ident ifica 

también con el documento que se presenta ante el ór gano 

juzgador y donde se actualiza el derecho de acción y que 
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además contiene las pretensiones especificas del ac tor en el 

caso concreto. 

En nuestro estado la demanda debe ser escrita cuand o se 

trate de asuntos de competencia de los juzgados men ores y de 

primera instancia y será verbal en aquellos asuntos  de 

competencia de los juzgados municipales. 

 
CONTESTACION 

 
De la misma forma que el actor al demandado  la ley  le 

otorga el derecho de poder expresar ante la autorid ad 

correspondiente los motivos por los cuales consider e 

adecuados a su interés  personal y que deban ser co nocidas 

para que al emitirse la resolución final, el juzgad or cuente 

con los elementos de juicio que lo lleven a valorar  y aplicar 

con mayor precisión la actitud que se haya adoptado  por él en 

el caso correspondiente.  

Al contestar los hechos aducidos por el actor en la  

demanda o al describir nuevos hechos, el demandado deberá 

precisar los documentos públicos o privados que ten gan 

relación con cada hecho, así como si los tiene o no  a su 

disposición, igualmente deberá proporcionar los nom bres y 

apellidos de los testigos que hayan presenciado los  hechos. 

Los efectos de la omisión de indicación de los docu mentos o 

los testigos deben ser los que se señalaron en rela ción con 

la demanda, los documentos además deben acompañarse  al 

escrito de contestación a la demanda. Se debe recor dar que de 

acuerdo con el principio dispositivo, los hechos 

controvertidos que serán objeto de prueba solo son aquellos 

que las partes hayan afirmado en los escritos de de manda, 
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contestación a la demanda, reconvención y contestac ión a la 

reconvención que son los escritos con los que se fi ja la 

Litis, por lo que solo se podrán ofrecer y aportar pruebas 

sobre tales hechos. El demandado deberá expresar ca da una de 

las excepciones que tenga, cualquiera que sea su na turaleza, 

las cuales solo podrá hacer valer precisamente al c ontestar 

la demanda. De manera mas general podemos afirmar q ue el 

demandado deberá precisar cual es o cuales son las 

actividades que asume frente a la demanda. 12 

 

 El derecho que tiene el demandado para contestar l a 

demanda, desde el punto de vista constitucional est a regulado 

dentro de la garantía de audiencia consagrada en el  Artículo 

14 Constitucional, pues en él se señala que a ningu na persona 

se le podrá privar de sus derechos civiles, si no e xiste un 

juicio seguido ante los tribunales competentes, en donde se 

cumplan con todas aquellas formalidades esenciales que norman 

el procedimiento y que en nuestra materia se encuen tran 

incluidas en el CPCV. Precisamente y apegándose a l o señalado 

en este dispositivo constitucional, el CPCV en su a rtículo 20 

ordena que con las copias de la demanda y con las d e los 

documentos que se le anexen a la misma, se emplazar a a las 

personas demandadas para que contesten dentro del t ermino de 

nueve días. Con esta formalidad que debe ser  cumpl ida en 

todo juicio civil, se da al demandado la oportunida d de 

contestar la demanda en donde podrá expresar todos los 

razonamientos que considere deben ser conocidos por  el juez y 

así pueda emitir una resolución justa. El demandado  podrá 

                                                           
12 OVALLE FAVELA José , op. cit., nota 8.pp. 73,74 
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optar por  presentar su contestación dentro del pla zo 

otorgado para tal fin o no contestar absteniéndose incluso de 

presentar promoción  alguna en el procedimiento. 13 

 

2.9  AUDIENCIA DE PRUEBA PREVISTA POR EL ARTÍCULO 2 19 DEL 

CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES LOCAL 

 

Las autoridades competentes al incluir en el código  

adjetivo civil la audiencia en la cual se desarroll ara la  

conciliación, la exposición de las pruebas y  la fa se de 

alegatos, las intenciones eran de darle mayor rapid ez al 

tramite de los juicios , ya sea porque se suscitara  un 

acuerdo entre las partes dentro de la conciliación al momento 

de celebrarse esta o bien porque se hubieren agotad o todos 

los actos correspondientes para dejar el asunto úni camente 

para cuando se diera el momento de dictar sentencia , pues al 

identificarse los puntos en cuestión, al decidir la s 

resoluciones de previo pronunciamiento, al desahogo  de las 

pruebas que se hayan ofrecido y se omitan los alega tos, no 

quedaría mas que darle solución al asunto, con lo q ue se 

demuestra que el legislador lo que pretendía era da rle mayor 

rapidez. 

No se puede negar que en una audiencia en donde se 

lleven a cabo la recepción de pruebas,  como lo mar ca el 

código procedimental local, seria tan extensa  que en casos 

complejos las seis horas en los Tribunales que está n 

                                                           
13 DEL RIVERO MEDINA Jorge,  op. cit., nota 10, pp. 141,142  
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destinados para labores, no serian suficientes para   

terminarlas. 

Es de saberse que dicha audiencia se debe llevar a cabo 

dentro de los ocho días siguientes de haber contest ado la 

demanda o una vez que haya concluido el plazo otorg ado para 

dicha contestación. 

Se encuentra prevista en el artículo 219 del Código  de 

Procedimientos Civiles Local, la cual cita lo sigui ente: 

Artículo 219 

Dentro de los ocho días siguientes al de 

la contestación a la demanda o una vez 

concluido el término para producirla, a 

petición de parte o de oficio, convocará 

el juez a una audiencia, en la que las 

partes dialogarán por el término máximo 

de quince minutos a fin de que puedan 

llegar a un arreglo. En caso de que 

lleguen a un acuerdo, celebrarán un 

convenio y si estuviera ajustado a 

derecho y no lesionare derechos de las 

partes o de tercero, el juez lo aprobará 

elevándolo a la categoría de cosa 

juzgada. En los negocios radicados en los 

juzgados de lo familiar, los trabajadores 

sociales procurarán avenir a las partes, 

proponiéndoles alternativas de solución y 

de llegarse a un convenio, se procederá 

en la forma antes señalada; a falta de 
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trabajadores sociales y en los demás 

juzgados civiles y mixtos, el Secretario 

de trámite o en su defecto, el de 

acuerdos propondrá a las partes 

alternativas de solución. Si no hubiese 

convenio, se proseguirá con la audiencia, 

en la que las partes en debate verbal 

fijarán con claridad los puntos 

cuestionados y en el que se observarán 

las siguientes reglas: 

 

I.  El demandado y el actor, en sus 

casos, deberán confesar, negar 

o explicar los hechos aducidos 

en la demanda y en la 

contestación; 

 

II.  El silencio y respuestas 

evasivas de las partes, se 

tendrán como confesión de los 

hechos a que se refieren; 

III.  Debe examinarse a los testigos 

que presenten las partes, y, de 

ser posible, practicarse las 

pruebas pericial y de 

inspección que hayan sido 

ofrecidas; 

 

IV.  No se requiere acta 

pormenorizada de las juntas, 
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basta con asentar en ella los 

puntos controvertidos, 

entendiéndose que hay 

conformidad de las partes, con 

todos los demás, y 

 

V.  Debe el juez, con toda energía, 

suprimir digresiones y alegatos 

de los litigantes, 

compeliéndolos a responder 

llanamente sobre los hechos de 

la contestación, sobre la 

réplica y sobre las preguntas 

que se formulen en materia de 

pruebas. 

 

A pesar de que el Código de Procedimientos Local no  lo 

señala es de suma importancia aclarar que en dicha audiencia 

se llevara a cabo después de que la reconvención se  haya 

contestado o cuando haya terminado el plazo para ta l 

contestación ,ya que como es de conocimiento la rec onvención 

es una nueva demanda, el actor así como el demandad o tendrán 

nueve días para la contestación, ya que si no se re speta este 

plazo se estará violando el principio de igualdad e ntre las 

partes dentro del proceso legal. 

Después de haber analizado  la audiencia prevista p or el 

numeral 219 del Código Procesal Local, podemos nume rar los 

fines  que se desprenden de la audiencia  tres peri odos  que 

son el de conciliación, el de  pruebas y  el de ale gatos: 
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I.  Poder conseguir una  conciliación entre las partes,  

la cual se documentara en un convenio que deberá 

ser analizado y si se apega a derecho, entonces se 

le declarara como cosa juzgada. 

II.  Si no se llegara a realizar la conciliación, se 

deberán de resolver las cuestiones de previo 

pronunciamiento y posterior a esto se debe 

determinar la controversia principal, es decir se 

debe fijar la Litis. 

III.  Se estudiara si son admitidas o si se desechan  las  

pruebas que se hayan ofrecido de acuerdo a derecho.  

IV.  Se deberá desahogar todas las pruebas que no 

necesiten preparación y las que hayan sido 

preparadas oportunamente, así como de supervisar 

que se lleven a cabo de forma correcta todos los 

actos que sean necesarios para asi poder preparar 

las que hagan falta. 

 

2.9.1  LAS PRUEBAS  EN GENERAL DURANTE EL PROCESO 

 
Para poder analizar esta parte de la investigación  es 

necesario incurrir en  algunas definiciones, entonc es la 

prueba es: 

• La acción y efecto de probar. 

• La razón o argumento con que se pretende mostrar 

una cosa. 

• El indicio o muestra de algo. 

• Ensayo o experiencia que se hace de una cosa. 
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• Justificación de la verdad de los hechos 

controvertidos en un juicio.  

 Probar es hecho de poder demostrar de alguna forma  la 

seguridad de algún acto ocurrido o  dar certeza de alguna 

afirmación, con estas aseveraciones se puede  decir  que la 

prueba es la demostración que se realiza de algún h echo ya 

sea que se haya realizado de una manera positiva o 

negativamente. 

En el ámbito jurídico la prueba es relacionada con los 

procedimientos establecidos en cada código adjetivo  civil, lo 

que hace necesarios que se le reconozca la forma en  que se 

encuentra regulada en los ordenamientos procesales 

correspondientes. 

Como bien dice el Código Adjetivo Local en sus artí culos: 

ARTICULO 225  
Para conocer la verdad sobre los puntos 

controvertidos, puede el juzgador valerse de 

cualquier persona, sea parte o tercero, y de 

cualquiera cosa o documento, ya sea que 

pertenezca a las partes o a un tercero; sin 

más limitación que la de que las pruebas no 

estén prohibidas por la ley, ni sean 

contrarias a la moral. 

 

ARTICULO 226 

Los tribunales podrán decretar en todo tiempo, 

sea cual fuere la naturaleza del negocio, la 

práctica o ampliación de cualquiera diligencia 
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probatoria, siempre que sea conducente para el 

conocimiento de la verdad sobre los puntos 

cuestionados. En la práctica de estas 

diligencias, el juez obrará como estime 

procedente,  para obtener el mejor resultado 

de ellas, sin lesionar el derecho de las 

partes, oyéndolas y procurando en todo su 

igualdad. 

 

En la vida diaria estando en los tribunales 

correspondientes a la palabra prueba indudablemente  se le es 

relacionado con los medios de prueba que son utiliz ados 

comúnmente en el proceso, es decir, la ley es la qu e otorga a 

ambas partes a que se avalen con una   serie de med ios de 

prueba para allegar al juez elementos de convicción  en un 

caso dado, todos esos medios se les puede identific ar de una 

forma clara. 

La prueba es el medio de poder demostrar ante el ju ez  que 

algún hecho o lo que se afirma es verdadero o falso , esta 

demostración se puede lograr mediante la prueba de confesión 

de la parte contraria, de testigos, de los resultad os de los 

dictámenes periciales, de documentos públicos o pri vados 

entre otros, estos son los medios de prueba con los  cuales se 

pueden conseguir que se asista la razón por parte d e la 

autoridad, de que el interesado lo que afirmaba era  cierto, 

la prueba en realidad se logra cuando el juez anali za los 

medios de prueba y después de razonar sobre los mis mos se 

convence o no de lo manifestado por alguna de las p artes. 
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2.9.1.1  IRRENUNCIABILIDAD DE LA PRUEBA 

 
 Se debe tener en cuenta que la prueba es una condi ción 

que se debe llevar a cabo para que se pueda decidir  de forma 

correcta una resolución judicial, es sumamente nece sario que 

ambas partes  tengan la facultad de poder probar lo  que sus 

pretensiones exigen. 

 La irrenunciabilidad de la prueba o de sus medios se 

puede entender como la necesidad de que exista esta  para dar 

al juzgador los elementos necesarios en que fundara  su 

sentencia en el asunto que le sea sometido a su con ocimiento. 

Es esencialmente difícil pensar en algún procedimie nto 

en donde no se use ningún medio de prueba para logr ar la 

convicción del juez sobre lo alegado en la demanda o en la 

contestación, pues carecería de todo sentido que la s partes 

pudieran renunciar a la prueba o a los medios de el la y al 

mismo tiempo se pretendiera convencer al juez de qu e tiene 

razón en su exposición. 

 Esta característica de la prueba es un punto funda mental 

para lograr  procedimientos coherentes, pues se deb e recordar 

que todos los actos que el juzgador realiza durante  la 

tramitación de las controversias deben estar basada s en la 

lógica, quedando incluida en ellos la sentencia def initiva y 

que como ya se dijo deberá apoyarse en lo que hubie re sido 

probado oportunamente, de aquí la importancia de lo  ya 

citado. 
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2.9.2   LA CARGA DE LA PRUEBA  

 

Si las partes no ofrecen ni rinden pruebas al juez,  este 

no podrá ir mas allá de lo pedido por las partes pu es hacerlo 

equivale a violar el principio dispositivo que rige  el 

proceso civil. 

El principio de la carga de la prueba es que cada p arte 

esta obligada a proporcionar al juzgador los medios  

necesarios para acreditar la veracidad de los hecho s 

mencionados en sus escritos de demanda y contestaci ón 

respectivamente, las partes deben ser las primeras en 

preocuparse de que los medios de comprobación llegu en al juez 

en tiempo y forma legales para que este no pueda de secharlos 

fundadamente. 

Como es de saberse, el que afirma esta obligado a 

probar, las partes adquieren la obligación de propo rcionar 

los elementos necesarios para acreditar lo que han dicho, 

ahora bien se podría pensar de forma valida que aqu el que 

solo niega no tiene la obligación de probar. 

Se puede afirmar que solo los hechos positivos son los 

únicos que se deben probar, por tal razón cuando se  afirme 

directa o indirectamente que se realizo alguna cond ucta  

especifica, nacerá la obligación de probarla. 

 

2.9.3  RELACION DE LAS PRUEBAS. 

 

 Las partes integrantes en el proceso están obligad as a 

ofrecer sus pruebas y deberán estar relacionadas co n  los 

hechos de la demanda o de la contestación, esta nor matividad 
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legal tiene como fin primordial señalar con exactit ud los 

hechos que han de ser probados con cada uno de los medios de 

prueba ofrecidas, es decir cuando la prueba es rela cionada 

con uno o mas hechos determinados, solamente se des ahogaran 

las que estén relacionadas con  ellos. 

La exactitud de los medios de prueba es de suma 

importancia para lograr la demostración  de los hec hos, a 

través de un intenso análisis jurídico  se pude enc ontrar 

cuales son los medios idóneos con lo que se debe  l ograr que 

el juzgador se convenza  de lo que dicen los   hech os 

controvertidos. 

Las pruebas deberán relacionarse  con los hechos de  la 

demanda o de la contestación pero  en caso de que n o se 

realice de esa forma serán desechadas por el juez, los 

abogados de las partes deben tener especial cuidado  para no 

omitir este requisito formal, pues en caso contrari o se 

quedaran sin pruebas y seguramente con una  resoluc ión 

contraria a sus intereses. 

 Como es de saberse, el juez es la autoridad public a que 

tiene como función la exacta aplicación de la justi cia 

basándose en las leyes que estén dispuestas en los 

ordenamientos legales correspondientes, y que se en cuentra 

investido de potestad jurisdiccional, se le caracte riza por 

que es la persona que resuelve una controversia o q ue decide 

que será con cada una de las partes en el proceso, 

 Habitualmente son considerados empleados o funcion arios 

públicos, aunque ello dependerá del país en concret o, son 

remunerados por el Estado, sin perjuicio de la figu ra de los 
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jueces árbitros y los jueces de paz, e integran el denominado 

Poder Judicial. En general, se caracterizan por su autonomía, 

independencia e inamovilidad, sin que puedan ser de stituidos 

de sus cargos salvo por las causas establecidas 

constitucional o legalmente. Asimismo, son responsa bles de 

sus actos ministeriales, civil y penalmente. 

 El juez civil tiene la facultad de albergarse  a l as 

pruebas que puedan conducirlo hacia el conocimiento  de la 

verdad de los hechos que están en controversia, est a potestad 

que se le otorga al juez sebe ser analizada de form a 

cuidadosa, pues se pueden presentar diversos puntos  de 

controversia los cuales pueden cuestionar fuertemen te y de 

una forma muy aceptables hecho de que el juez deba de estar 

facultado con libertad para ordenar que se puedan l levar a 

cabo las diligencias necesarias de prueba e incluso  puede 

ordenar el desahogo de las mismas aunque no hayan s ido 

propuestas por las partes, es llamativa como para u na nueva 

generación del derecho, hacerlo mas moderno, ya que  seria lo 

ideal el hecho que los jueces pudieran conocer a fo ndo el 

asunto de las partes, para hacer una justa aplicaci ón de 

justicia equitativamente y así restaurar los derech os que se 

afectaron no  obstante, en la realidad profesional,   esta 

opción se desaparece y en casos especiales se podrí a dar 

incluso injustamente, es por eso que se dice que en  esta 

materia el juez debe actuar con mucho cuidado, porq ue de 

tomar una mala decisión podría perjudicar  de forma  

arbitraria el derecho de la otra parte, y es necesa rio que su 

imparcialidad no se comprometa. 

 



  

CAPITULO III 

DE LOS MEDIOS DE PRUEBAS Y LA NECESIDAD DE REFORMAR EL 

ARTICULO 248 DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES L OCAL 

 

3.1 LOS MEDIOS DE PRUEBA EN EL CODIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS CIVILES 

 
I.  La prueba de confesión.  

Estando en calidad de  reo frente a una 

demanda, la prueba confesional es un medio muy 

importante  para lograr la convicción de que 

los hechos afirmados  son ciertos. , esta 

prueba solo podrá referirse a los hechos, el 

juzgador será quien determine el derecho,  es 

decir, las partes no pueden confesar el 

derecho ya que lo único que les corresponde es 

el confesar los hechos. 

Tal como lo dice el Código en sus artículos: 

 
ARTICULO 95.  

La confesión puede ser expresa o tácita: 

expresa, la que se hace clara y distintamente, 
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ya al formular o contestar la demanda, ya 

absolviendo  posiciones, o en cualquier otro 

acto del proceso; tácita,la que se presume en 

los casos señalados por la ley. 

 
ARTÍCULO 96 

La confesión sólo produce efecto en lo  que 

perjudica al que la hace; pero si la confesión 

es la  única prueba contra el absolvente, 

debe tomarse íntegramente, tanto en lo que lo 

favorezca como en lo  que lo perjudique. 

 

II.  La prueba documental o instrumental.  

En este medio de prueba es el cual a través de 

ella el oferente pretende dar credibilidad  de 

lo que esta afirmando los cuales son materia 

del litigio ya sea con textos escritos, que 

puedan tener el carácter de escritos públicos 

o privados. 

 

El Código establece es sus artículos lo siguiente: 

 

ARTICULO 129 

Son documentos públicos aquellos cuya 

formación está encomendada por la ley, dentro 

de los límites de su competencia, a un 

funcionario público revestido de la fe 

pública, y los expedidos por funcionarios 

públicos, en el ejercicio de sus funciones. 
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Los documentos que no reúnan estas características 

descritas por el artículo no serán considerados púb licos, si 

no privados. 

 

III.  La prueba pericial.-  

Por medio de esta prueba las partes pretenden  

acreditar ante  el  juez sobre la verdad de 

sus afirmaciones adentrándose a la materia 

científica o técnica, por medio de información 

de personas que no sean partes del proceso a 

las que se les denomina peritos, y que sean 

expertos en la materia que es objeto de la 

Litis. 

 

Por lo afirmado, se puede dar  comprobar con lo  

estipulado en  el Código de  referencia a la prueba  pericial: 

 

ARTÍCULO 143. 

La prueba pericial tendrá lugar en las 

cuestiones de un negocio relativas a alguna 

ciencia o  arte, y en los casos en que 

expresamente lo prevenga la ley. 

  

ARTÍCULO 144.  

Los peritos deben tener título en la  ciencia 

o arte a que pertenezca la cuestión sobre que 

ha de oírse su parecer, si la profesión o el 

arte estuviere legalmente reglamentado. 
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IV.  Reconocimiento o inspección judicial.-   

Es la prueba por medio la cual el Juzgado 

Judicial se cerciora mas detalladamente de 

ciertas circunstancias, con la cual la parte 

oferente pretende dar veracidad de lo que 

afirma. 

 

El Código con respecto a esta información cita: 

 

ARTÍCULO 161. 

La inspección judicial puede  practicarse, a 

petición de parte o por disposición  del 

tribunal, con oportuna citación, cuando pueda 

servir para aclarar o fijar hechos relativos a 

la  contienda que no requieran conocimientos 

técnicos especiales. 

 

V.  La prueba testimonial. 

Esta es la prueba a través de la cual la parte 

oferente pretende darle crédito de sus 

afirmaciones ante el juzgador y que son 

materia de la Litis, para lo cual se valdrán 

de personas ajenas al juicio, es decir los 

testigos, para lo cual tendrán que reunir las 

características que la ley señala y a las que 

consta directamente  o parte de dichos hechos.   

 

Según el Código Federal de Procedimientos Civiles t odas 

las personas que tengan conocimiento sobre los hech os 



70 

ocurridos los cuales las partes deben de probar en calidad de 

testigos, sobre esta afirmación dicho ordenamiento legal cita 

lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 165. 

Todos los que tengan conocimiento de los 

hechos que las partes deben probar, están 

obligados a declarar como testigos. 

 

VI.  La prueba instrumental científica.-  

Es el medio de prueba mediante la cual se 

pretende convencer al juez la verdad de los 

hechos, en el cual para dicho acto se 

utilizara mecanismos desarrollados científica 

o técnicamente que funcionan por procesos 

físicos o químicos y los cuales conservan 

memorias de los hechos de una forma distinta a 

la de la escritura. 

 

 Existen diversas afirmaciones ya que se dice que s on 

verdaderos documentos, ya que no solo los medios de  escritura 

son considerandos como tal, es decir, cualquier mue ble que 

tenga la finalidad de expresar hechos o ideas en un a forma 

distinta al de la escritura. 

 

No obstante, el Distrito Federal en sus ordenamient os 

regula como medio de prueba de forma independiente aunque 

finalmente relacionado con la documental, estos ins trumentos 

pueden ser muy variados tales como lo afirma el Cód igo 

Federal Adjetivo: 
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ARTICULO 188. 

Para acreditar hechos o circunstancias en 

relación con el negocio que se  ventila, 

pueden las partes presentar fotografías, 

escritos o notas taquigráficas, y, en general, 

toda clase de elementos aportados por los 

descubrimientos de la ciencia. 

 

ARTÍCULO 189.- 

En todo caso en que se  necesiten conocimi-

entos técnicos especiales para la apreciación 

de los medios de prueba a que se refiere este 

capítulo, oirá el tribunal el parecer de un 

perito nombrado por él, cuando las partes lo 

pidan o él lo juzgue conveniente. 

 

VII.  La prueba presuncional.-  

 A través de este medio de prueba se pretende 

darle credibilidad  a las afirmaciones que se 

han formulado, donde un hecho se justificara 

con otro medio de prueba, la cual será la base 

de tal presunción, a efecto de que hay 

presunción de la verdad, es decir presunción 

legal, o  solicitando al juez que llegue a la 

verdad de otro que desconoce por medio de la 

utilización de un razonamiento lógico-jurídico 

de la presunción humana,  que con esto se 

obtendrá el conocimiento  de la realidad de 

hechos sin que se necesite la aprehensión 

intelectual de forma directa. 
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ARTÍCULO 190.-                           

  Las presunciones son: 

   I.- Las que establece expresamente la ley, y 

   II.- Las que se deducen de hechos comprobados. 

 
La fase de prueba  muchas veces difiere del proceso  que 

se esta llevando a cabo para la investigación de la  verdad 

física, pues el hecho de probar no quiere decir  de mostrar la 

verdad de los hechos en cuestión, mas bien es estab lecer 

formalmente los hechos mismos mediante los procedim ientos 

otorgados por la ley.  

En el lenguaje jurídico no se habla de la prueba, c omo 

de la demostración de la verdad de un hecho, sino q ue es 

necesario completar la definición diciendo: demostr ación de 

la verdad de un hecho obtenida con los medios legal es o, más 

breves, la demostración de la verdad legal de un he cho. De 

estas premisas se concluye que el juez tiene una ob ligación 

negativa, el no poner en la sentencia hechos contro vertidos, 

que no hubieren sido fijados con uno de los medios 

probatorios establecidos por la ley. Estos concepto s nos 

inducen a clasificar, en teoría, los diversos medio s 

probatorios queridos por la ley para que el juez se  forme la 

convicción de los hechos  controvertidos y para hac er 

resaltar que el juzgador, no obstante lo que en con trario se 

pueda decir, esta vinculado a esos medios de prueba , que 

deben desahogarse per legitimos modos y valorarse t ambién 

como la ley lo determina. 14 

                                                           
14 BECERRA BAUTISTA José,  op. cit. Nota 2, P. 110 
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A continuación se citara lo dispuesto por el Código  de 

Procedimientos Civiles del Estado Libre y Soberano de 

Veracruz de Ignacio de la Llave en relación a los m edios de 

prueba que la ley reconoce así como la forma en la cual deben 

de ser ofrecidas que se encuentran contenidos en lo s 

artículos. 

 

ARTÍCULO 235 

La ley reconoce como medios de prueba: 

 

I.  La Confesión; 

II.  Los Documentos públicos; 

III.  Los Documentos Privados; 

IV.  Los Documentos Periciales ; 

V.  El Reconocimiento o Inspección Judicial; 

VI.  Los Testigos; 

VII.  Las Fotografías, Copias Fotostáticas, 

Registros Dactiloscópicos, y, en general, 

todos aquellos elementos aportados por 

los descubrimientos de la ciencia; 

VIII.  La Fama pública; 

IX.  Las Presunciones, y 
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X.   Los demás medios que produzcan 

convicción en el juzgador. 

 
ARTÍCULO 236 

Las pruebas deben ser ofrecidas, 

relacionándolas con cada uno de los hechos de 

la demanda y contestación, proporcionando el 

nombre y domicilio de testigos y peritos, si 

de éstos se trata, y pidiendo la citación de 

la contraparte para absolver posiciones, 

cuando se pretenda la prueba de confesión. 

 

Las pruebas que no se relacionen en la forma 

prescrita serán desechadas por el juez, 

quedando además, abolida la práctica de 

relacionar todas las pruebas con todos los 

hechos de la demanda o contestación. 

 

Lo establecido en los párrafos anteriores, no 

será aplicable en tratándose de cuestiones que 

versen sobre el derecho familia. 

 

3.2  LA PRUEBA DOCUMENTAL 

 
Es de suma importancia recordar que existen dos tip os de 

prueba documental,  la  pública y la privada. Por l o cual se 

iniciara exponiendo el concepto de: 

Se le llama documentos públicos a todos aquellos 

escritos que pueden consignar de una forma veraz lo s hechos 
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jurídicos que en determinado momento se realizaron ante los 

fedatarios públicos así como las autoridades compet entes en 

pleno ejercicio de sus funciones y que fueron exped idos de 

manera legal para que estos fueran certificados. 

  Dichos instrumentos públicos deberán ser de forma  

escrita, ya que asi se podrán distinguir de aquella s pruebas 

que también son de utilidad como lo son la prueba d e 

fotografía, la fonografía y demás que se pueden ana lizar con 

ayuda de la tecnología moderna. La prueba escrita q ue es la 

fundamental que se lleva a cavo a través de estos m edios de 

prueba se podrá realizar de forma impresa ya sea po r medio de 

las maquinas de escribir así como las computadoras o bien 

podría realizarse de  forma manuscrita y podrá trat arse de 

escritos que vayan firmados o no firmados. 

De acuerdo a lo que dispone el Código de Procedimie ntos 

Civiles Local se entiende por documentos Públicos: 

 

ARTÍCULO 261 

 
Son documentos públicos: 

 
I.  I.-Los testimonios de las escrituras 

públicas otorgadas con arreglo a 

derecho y las escrituras originales 

mismas; 

 

II.  Los documentos auténticos expedidos 

por funcionarios que desempeñen 

cargo público, en lo que se refiere 

al ejercicio de sus funciones; 
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III.  Los documentos auténticos, libros de 

actas, estatutos, registros y 

catastros, que se hallen en los 

archivos públicos, o dependientes 

del Gobierno General o de los 

Estados, de los Ayuntamientos y 

delegaciones municipales del Estado 

de Veracruz; 

 

IV.  Las certificaciones de actas del 

estado civil expedidas por los 

oficiales del Registro, respecto a 

constancias existentes en los libros 

correspondientes; 

 

V.  Las certificaciones de constancias 

existentes en los archivos públicos 

expedidas por funcionarios a quienes 

competa; 

 

VI.  Las certificaciones de constancias 

existentes en los archivos 

parroquiales y que se refieran a 

actos pasados antes del 

establecimiento del Registro Civil, 

siempre que fueren cotejadas por 

notario público o por quien haga sus 

veces con arreglo a derecho; 
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VII.  Los estatutos y reglamentos de 

sociedades,     asociaciones o 

universidades, siempre que 

estuvieren aprobados por el Gobierno 

General o de los Estados y las 

copias que de ellas se expidieren, 

certificadas por notario; 

 

VIII.  Las actuaciones judiciales de toda 

especie; 

 

IX.  Las certificaciones que expidieren 

las bolsas mercantiles o mineras 

autorizadas por la ley, y las 

expedidas por corredores titulados 

con arreglo al Código de Comercio; 

 

X.  Los demás a los que la ley reconozca 

ese carácter. 

Ahora bien el medio de darle autenticidad de su 

procedencia a un documento escrito es mediante la f irma, 

sellos, la rubrica, las huellas digitales, todo est o se 

realiza ya que es necesario darle confiabilidad de un 

documento a una persona ya que este medio no debe s er sujeto 

a duda alguna. 

Al decir que los documentos deben de consignar acto s 

jurídicos se esta refiriendo a que  determinado esc rito 

deberá dar credibilidad a dichos actos de voluntad que como 

consecuencia pueden crear, extinguir o modificar de terminadas 
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circunstancias jurídicas a las cuales se están refi riendo 

conforme a los hechos. 

La realización de esas actuaciones ante el fedatari o 

público o las autoridades competentes es lo que le da énfasis 

o veracidad a determinados documentos y como consec uencia, 

todo escrito que se realice ante estas figuras públ icas 

tendrán total validez para poder ser utilizadas com o medios 

indiscutibles de prueba. 

  Hay que mencionar que existen dos tipos de docume ntos 

públicos los cuales son:  

I)  Actuaciones Judiciales 

II)  Actuaciones Administrativas, ya sean en 

sentido estricto o notarial.  

Se debe tener en cuenta que las actuaciones judicia les 

son los hechos que se han  realizado durante un jui cio, en 

este  pueden suscitar acciones de simple naturaleza   o actos 

en materia jurídica y ambos quedaran registradas en  

determinada actuación.  

Estando ya en la practica se pueden presentar múlti ples 

equivocaciones con respecto a las actuaciones judic iales ya 

que muchas veces se le confunde con los expedientes  que son 

integrados durante la tramitación de un proceso, co mo 

resultado se debe destacar que no todo lo que se en cuentra  

en el expediente son actuaciones judiciales ya que ambas 

partes para que pueda surtir efectos el procedimien to 

presentan sus escritos por ende estas no son actuac iones 

judiciales, por lo cual hay que recalcar que solo l os autos, 

decretos así como sentencias que sean emitidos por los 
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tribunales judiciales serán los únicos documentos q ue podrán 

ser considerados como actuaciones judiciales. 

Se debe decir que las actuaciones judiciales tomada s 

como pruebas documentales inmediatamente surten efe ctos 

debido a su eficacia e indudable  procedencia, y es tas no se 

deberán ofrecer por las partes, no obstante si las 

actuaciones fueron realizadas en otro juzgado del e stado, 

deberán ofrecerse oportunamente para que pueda surt ir efectos 

durante el procedimiento como prueba documental pub lica. 

Hablando de actuaciones ya sean de origen contencio so o 

que no lo son, que su procedencia sea de juzgados f ederales o 

realizados en otros estados, no será necesario que se realice 

algún tramite  especial de legalización para que pu edan 

servir como prueba ante los tribunales del estado s iempre y 

cuando sean ofrecidas de forma oportuna.  

Esta aseveración del Código de Procedimientos Civil es 

Local se respalda a lo citado por el artículo 121 

constitucional el cual dicta lo siguiente: 

 

Artículo 121.  

 
En cada Estado de la Federación se dará entera 

fe y crédito de los actos públicos, registros 

y procedimientos judiciales de todos los 

otros. El Congreso de la Unión, por medio de 

leyes generales, prescribirá la manera de 

probar dichos actos, registros y 

procedimientos, y el efecto de ellos, 

sujetándose a las bases siguientes: 
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I.  Las leyes de un Estado sólo tendrán 

efecto en su propio territorio, y, 

por consiguiente, no podrán ser 

obligatorias fuera de él. 

 

II.  Los bienes muebles e inmuebles se 

regirán por la ley del lugar de su 

ubicación. 

 

III.  Las sentencias pronunciadas por los 

tribunales de un Estado sobre 

derechos reales o bienes inmuebles 

ubicados en otro Estado, sólo 

tendrán fuerza ejecutoria en éste, 

cuando así lo dispongan sus propias 

leyes. 

 
Las sentencias sobre derechos 

personales sólo serán ejecutadas en 

otro Estado, cuando la persona 

condenada se haya sometido 

expresamente o por razón de 

domicilio, a la justicia que las 

pronunció, y siempre que haya sido 

citada personalmente para ocurrir al 

juicio. 

 

IV.  Los actos del estado civil ajustados 

a las leyes de un Estado, tendrán 

validez en los otros. 
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V.  Los títulos profesionales expedidos 

por las autoridades de un Estado, 

con sujeción a sus leyes, serán  

respetados en los otros. 

 

En lo que concierne a la documentación publica incl usive 

las actuaciones judiciales que sean de origen extra njero el 

Código Adjetivo Local establece serán legales en el  estado si 

contiene todos los requisitos que están señalados  en el 

Código Federal de Procedimientos Civiles. 

En referencia a esto, la Constitución Federal señal a que 

los Tratados Internacionales que sean celebrados po r el 

presidente siempre y cuando tengan la aprobación de l senado, 

será considerada como una ley suprema en  todo el  

territorio. 

 Por lo cual si en un tratado son expuestos requisi tos 

diferentes a lo que señala el Código Federal de 

Procedimientos Civiles esto para que puedan tener e fectos 

legales los documentos públicos en el territorio me xicano, 

deberá estar acorde a lo que establezca el tratado,  ahora 

bien si es argumentado que el juez solo tiene la ob ligación 

de  adherirse a la legislación del territorio Verac ruzano, se 

deberá hacer énfasis de que los jueces locales está n 

obligados a respetar  antes que cualquier otro orde namiento 

legal a la Constitución Política de los Estados Uni dos 

Mexicanos. 
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Lo anterior mencionado se refería a la cooperación procesal 

internacional y se respalda en el Código Federal de  

Procedimientos Civiles en los siguientes preceptos legales: 

 
ARTÍCULO 543.      

              En los asuntos del orden federal, la 

cooperación judicial internacional se regirá 

por las disposiciones de este Libro y demás 

leyes aplicables, salvo lo dispuesto por los 

tratados y convenciones de los que México sea 

parte. 

  

ARTÍCULO 544. 

En materia de litigio internacional, las 

dependencias de la Federación y de las 

Entidades Federativas estarán sujetas a las 

reglas especiales  previstas en este Libro. 

 

ARTÍCULO 545. 

              La diligenciación por parte de tribun ales 

mexicanos de notificaciones, recepción de 

pruebas u otros actos de mero procedimiento, 

solicitados para surtir efectos en el 

extranjero no implicará en definitiva el 

reconocimiento de la competencia asumida por 

el tribunal extranjero, ni el compromiso de 

ejecutar la sentencia que se dictare en el 

procedimiento correspondiente. 
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ARTÍCULO 546.    

 
Para que hagan fe en la República los 

documentos  públicos extranjeros, deberán 

presentarse legalizados por las autoridades 

consulares mexicanas competentes conforme a 

las leyes aplicables. Los que fueren 

transmitidos internacionalmente por conducto 

oficial para surtir efectos legales, no 

requerirán de legalización. 

 

ARTÍCULO 547. 

 
Las diligencias de notificaciones y de 

recepción de pruebas en territorio nacional, 

para surtir efectos en el extranjero, podrán 

llevarse a cabo a solicitud de parte. 

 

Dentro de esta clase de documentos se encuentran 

aquellos que han sido expedido por   los funcionari os 

públicos en pleno  desempeño de sus funciones y est os están 

ligados  a los órganos del poder publico ya sea que  se esté 

hablando a nivel municipal, estatal o federal, esto s 

documentos administrativos pueden darse en  sentido  estricto 

y  en documentos notariales. 

 

Sentido estricto. Esta clase de documentos son los que 

expiden los funcionarios públicos que depende de lo s órganos 

estatales, con esto se refiere que es toda aquella persona 

que este en cargos públicos dentro de la administra ción 

publica y a estos la ley les otorga determinadas fa cultades 
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para que puedan desarrollar sus funciones, en ejerc icio de 

tales funciones los funcionarios públicos  expiden documentos 

que serán considerados como públicos y por consecue ncia 

podrán ser considerados  dentro de un juicio. 

 
En la materia federal la administración pública 

establece una serie de facultades para cada una de las 

secretarias de estado, esto se contempla en la Ley Orgánica 

de la Administración Publica Federal así como en lo s 

reglamentos de cada una de las secretarías, en los cuales 

están precisados las funciones que le son otorgados  a cada 

funcionario que esta a cargo de ellas. 

 
 Documentos notariales.-  Como bien lo indica su nom bre, 

estos son los documentos que han sido gestionados p or 

Notarios Públicos quienes son los que lo están auto rizados y 

están investidos  de fe publica para poder darle a los hechos 

jurídicos y actos que las personas pretendan hacer legales 

conforme a la ley.  A pesar que los Notarios Públic os no son 

dependientes del poder ejecutivo estos están facult ados para 

poder realizar dicha función la cual se trata de un a función 

del orden público. 

  

Hay que aclarar que los Notarios no son funcionario s 

públicos, pero esto no les quita la potestad para p oder 

realizar la legalización de los actos y hechos jurí dicos los 

cuales posteriormente se asentaran en documentos qu e se 

consideran públicos. 

 

Los documentos privados son todos aquellos escritos  que 

su fin es de consignar  hechos o actos jurídicos  q ue por 
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lógica no son documentos públicos, es decir que no fueron 

expedidos por funcionario público en ejercicio de s us 

funciones y acorde a las disposiciones legales, se esta 

hablando por ende de documentos que fueron hechos e ntre 

particulares, la principal característica de dichos  escritos 

es la ausencia de la injerencia de la autoridad o e n de un 

fedatario en el momento de su realización y otorgam iento. 

 
Si a lo que se refiere es a los documentos que cons ignan 

obligaciones, el ordenamiento de civil exige que ll eve el 

consentimiento de todas las personas que estén vinc uladas a 

este y que por ende se adhiera a dicha obligación. 

 
Ahora bien lo que le da autenticidad a estos docume ntos 

es la firma de las personas, aunque se debe decir q ue a 

diferencia de los documentos públicos el que asegur a dicha 

credibilidad del documento publico debe de acredita rse 

mediante medios preventivos o durante el mismo proc edimiento 

judicial que se esté llevando a cabo. 

 
Sobre esta aseveración, es de importancia que se te nga 

un concepto de un documento privado, tal es el caso  del 

contrato que es: 

 
El contrato es una especie de convenio. Convenio es  el 

acuerdo de dos o mas personas para crear, transferi r, 

modificar o extinguir obligaciones. Ahora bien, los  convenios 

que producen o transfieren las obligaciones y derec hos toman 

el nombre de contratos.  

 

Por exclusión, los que modifican o extinguen derech os y 

obligaciones se llaman convenios en sentido estrict o. El 
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contrato como todo convenio es un acto jurídico, un a 

manifestación exterior de voluntad tendiente a la p roducción 

de efectos de derecho sancionados por la ley. Al co nsistir en 

una doble manifestación de voluntad, la de ambos co ntratantes 

que se ponen de acuerdo, es un acto jurídico bilate ral o 

plurilateral: su  integración y existencia depende 

forzosamente de la concertación de dos o más volunt ades 

jurídicas, lo que en derecho se conoce como el 

consentimiento. Cuando el acto jurídico se constitu ye 

solamente con una manifestación volitiva, como ocur re en el 

testamento, en la promesa de recompensa o en la sus cripción 

de un titulo civil al portador, es conocido como un  acto 

jurídico unilateral. 15 

 

Por lo que respecta a los documentos privados el Có digo 

de Procedimientos Civiles Local dispone lo siguient e: 

 

ARTÍCULO 266 

Los documentos privados y la correspondencia, 

procedentes de uno de los interesados, 

presentados en juicio por vía de prueba y no 

objetados por la parte contraria, se tendrán 

por admitidos y surtirán sus efectos como si 

hubieran sido reconocidos expresamente. Puede 

exigirse el reconocimiento expreso si el que 

los presente así lo pidiere, con este objeto 

se mostrarán los originales a quien deba 

                                                           
15 BEJARANO SANCHEZ Manuel,  Obligaciones Civiles, Editorial Oxford, México 200 7. P 

26 
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reconocerlos y se le dejará ver todo el 

documento. 

 

Los documentos privados se presentarán 

originales, y cuando formen parte de un libro, 

expediente o legajo, se exhibirán para que se 

compulse la parte que señalen los interesados. 

 

Hoy en día cualquier persona sabe que los documenta les 

son las constancias escritas en donde se asientan h echos o 

ideas del autor del mismo o de terceros. La prueba escrita no 

es, pues, otra cosa que la prueba oral presentada e n otra 

forma, dirigida a otro fin. 

Como se puede apreciar el documento va tan estrecha mente 

asociado con la escritura que el conocimiento gener al no 

reconoce como documento a aquello que no se hace me nción del 

documento fonográfico o fotográfico, sino que se me nciona el 

objeto que los contiene. 

Se debe reconocer que los medios de reproducción de  

ideas o hechos funcionan de igual manera que lo con signado 

mediante la escritura y en consecuencia tienen la c alidad de 

documentos. 

Las personas que expiden los documentos deben ser 

funcionarios públicos reconocidos por la ley y dich o 

documento debe ser expedido dentro de las facultade s que el 

funcionario tenga, pues de no realizarse así no se podrá 

considerar como documento publico, ya que los repre sentantes 

de los órganos de gobierno no pueden realizar activ idades que 

no le estén otorgadas por la ley 
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Es decir, se les aplica el principio general de der echo 

que dice: a las autoridades lo no permitido les est a 

prohibido, de tal suerte que quien exceda las facul tades 

otorgadas, estará realizando un acto ilegal, que co mo ya se 

dijo puede ser anulable y en el caso si expide un d ocumento 

fuera de facultades, este no será publico. 

 
Es importante aclarar que no todos los documentos e n 

donde intervienen  los funcionarios, son públicos, ya que si 

este realiza actos en su carácter de particular, lo s 

documentos en los que intervenga serán de carácter privado, 

pues no resultan del ejercicio legítimo de las facu ltades que 

tiene como funcionario, sino de su interés particul ar de 

obligarse con otras personas. 

 
Con fines didácticos diremos que existen dos tipos de 

documentos públicos, a saber:  

 a) Actuaciones Judiciales, 

 B) Administrativos, en estricto sentido y notarial es. 

 

3.3  LA PRUEBA  PERICIAL 

 
La prueba pericial se hace necesaria en el proceso 

cuando, para observar, para examinar el hecho que s e trata de 

demostrar, se requieren conocimientos científicos, o bien, la 

experiencia de la práctica cotidiana de un arte o d e un 

oficio. La prueba pericial es el medio de confirmac ión por el 

cual se rinden dictámenes acerca de la producción d e un hecho 

y sus circunstancias conforme a la legalidad causal  que lo 



89 

rige. La prueba pericial, cuando es técnica o cient ífica, 

encaja en el concepto de prueba científica 16. 

Esta es la clase de prueba que se lleva a cabo medi ante 

un dictamen de peritos, se le puede definir como la  actividad 

procesal que se elabora en virtud de un encargo jud icial,  

por personas que no tienen injerencia dentro del ju icio,  que 

de acuerdo a esta clase de trabajo deben de ser per sonas 

capacitadas  debido a las condiciones técnicas, cie ntíficas o 

artísticas que exija el trabajo por la cual se pres entaran 

ante el juez razonamientos para poder así obtener e l visto 

bueno respecto de los hechos cuyo entendimiento son  ajenas a 

las capacidades de la mayoría de las personas debid o a la 

especialización de cada actividad, es decir se esta  hablando 

de una actividad que se elabora por profesionales e n  una 

determinada materia ya sea que se trate de un ofici o de una 

actividad profesional, todo esto ya que recae sobre  hechos 

determinados que se requerirá de un trato especial para una 

adecuada interpretación que justifique sus causas, efectos, 

significado, valoración y demás conocimientos espec iales. 

Viéndolo desde otra perspectiva, el juzgador que ti ene 

gran potencial en conocimientos generales y especia lizados en 

la ciencia del derecho, en muchas ocasiones necesit ara de 

otras personas especializadas en otros tipos de con ocimientos 

que son de gran importancia para la solución de un problema 

judicial determinado, el no acudir a esas especiali dades  

seria perjudicial para todos los involucrados ya qu e 

entorpecería la administración de justicia. 

                                                           
16 GOMEZ LARA Cipriano,  op. cit., nota 11, p.123 
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La actividad del perito consiste en la elaboración de un 

dictamen conforme a sus conocimientos especializado s con 

respecto de determinados hechos que para su explica ción son 

requeridos con la finalidad de que puedan ser enten didos 

valorados de forma correcta por el juez. 

Los peritos podrán realizar su trabajo de múltiples  

modos, pueden auxiliar al juzgador al momento de pe rcibir los 

hechos guiándoles en los principios técnicos o cien tíficos 

que le permitirán llegar a las consecuencias necesa rias para 

obtener la verdad, de esa forma deducirán ellos mis mos las 

consecuencias de tales derivaciones. 

          Respecto a los peritos el Código de Proce dimientos 

Civiles Local establece: 

 
ARTÍCULO 272 

Los peritos deben tener título en la ciencia o 

arte    a que pertenezca el punto sujeto a su 

dictamen, si la profesión o el arte estuvieren 

legalmente reglamentados. 

 
Si la profesión o el arte no estuvieren 

legalmente reglamentados o estándolo, no       

hubiere  peritos titulados en el lugar, podrán 

ser nombradas cualesquiera personas 

entendidas, aun cuando no tengan título. 

 

Cuando en algún juicio sea necesario acudir a 

conocimientos técnicos, científicos o artísticos pa ra que el 

juez este en posibilidad  de conocer con mayor prec isión 



91 

alguno o algunos de los hechos controvertidos, es c uando se 

esta ante la prueba pericial. 

Los auxiliares del juez son los peritos  ya que con  sus 

conocimientos especializados ayudan a comprender lo s hechos 

que son motivo de controversia, cuando estos se ref ieren 

alguna rama del conocimiento humano. Es conocido qu e el 

juzgador es considerado como perito en derecho y au nque 

cuenta con una formación universitaria que le ayuda  a tener 

un criterio propio, en ocasiones necesita la partic ipación de 

personas con conocimientos especializados para pode r entender 

o desentrañar el correcto sentido de los hechos sob re los 

cuales ha de emitir la resolución. 

Los peritos son aquellas personas que tiene los 

conocimientos especializados sobre alguna técnica, ciencia o 

arte que pueden auxiliar al juzgador, ya sea señalá ndole los 

principios o reglas aplicables al caso, emite concl usiones 

especificas sobre el estado del hecho discutido, pa ra que 

este conozca las consecuencias legales en modo razo nado y asi 

obtener un conocimiento claro y preciso sobre el he cho sujeto 

a disputa para poder decidir sobre el. 

 

3.4 INSPECCION JUDICIAL 

 
Se dice que la inspección judicial es una prueba di recta 

porque coloca al juez de manera inmediata frente a los hechos 

por probar. Por esta razón, algunos autores le nieg an el 

carácter de medio de prueba, por no ser un objeto o  conducta 

que funcione como intermediario entre el hecho que se va a 

probar y el juez, sin embargo, debe considerarse co mo un 
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medio de prueba  en cuanto que constituye  un instr umento 

legal para lograr la convicción en el juzgador sobr e hechos 

objeto de prueba. Precisamente en atención al carác ter 

directo de este medio la prueba, debe eliminarse la  práctica 

indebida de designar para la ejecución de la inspec ción 

judicial a personas distintas de quienes van a valo rar los 

medios de prueba, pues en este caso pierde su verda dero 

carácter de una inspección que proporciona una perc epción 

directa de los hechos, convirtiéndose en documento publico 

que los acredita. La inspección o reconocimiento ju dicial se 

debe practicar en el día, la hora y el lugar que se  señalen, 

a la diligencia pueden concurrir las partes, sus 

representantes o abogados, así como los peritos, y hacer en 

ella las aclaraciones que estimen oportunas, de est a 

diligencia se debe levantar un acta circunstanciada . 17 

La inspección judicial es una diligencia de carácte r 

procesal que se practica por un funcionario judicia l con la 

finalidad de conseguir argumentos de prueba  por me dio a de 

observaciones de los hechos ocurridos durante una d iligencia 

haciendo el estudio de rastros, huellas o algún ind icio 

físico que pueda llevar a la reconstrucción de los hechos.  

Este tipo de examen es realizado por el juzgador a través 

de los sentidos ya sea la vista, oído, olfato e inc luso en 

ocasiones puede percibirlo a través del gusto, por lo cual se 

puede afirmar que esta clase de prueba es de tipo s ensorial 

realizado por el juez a través de las personas o de  los 

objetos que se encuentren vinculados en dicha cuest ión a 

resolver. 

                                                           
17 OVALLE FAVELA José,  op. cit. Nota 8, P. 168 
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Esta es la única prueba en la cual el juez podrá pe rcibir 

personal y directamente  a personas u objetos que e stén 

relacionados directamente en la Litis, es esa cerca nía lo que 

permite que el juez se cerciore personalmente de lo s hechos y 

con ello puede resolver de una forma más eficaz la 

controversia. 

Si se trata de un examen que es de carácter persona l por 

el juez este no podrá asignarle dicha tarea  a otro  

funcionario judicial es decir no podría designarle el trabajo 

al actuario porque perdería eficacia y se desvirtua ría la 

naturaleza jurídica de la prueba, la inspección pue de 

comprender todos los objetos físicos como son los m uebles o 

bienes inmuebles cuyas condiciones físicas ayudan a  que la 

prueba pueda realizarse como es debido. 

Como ya se ha indicado, esta prueba es el medio a t ravés 

del cual el Tribunal aprecia de forma más eficiente  las 

situaciones con la cual la parte oferente tiene la pretensión 

de probar que le corresponde la razón. 

 
ARTÍCULO 279 

 

El reconocimiento o inspección se practicará 

siempre previa notificación a las partes, 

fijándose día, hora y lugar. 

Las partes, sus representantes o abogados, 

pueden concurrir al acto y hacer las 

observaciones que estimen oportunas. 

También podrán concurrir los testigos de     

identidad o   peritos que fueren necesarios. 
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3.5 LA PRUEBA TESTIMONIAL Y OBLIGACION DE LAS PARTE S DE 

PRESENTAR SUS TESTIGOS. 

 

Este es el medio de prueba por medio del cual se 

acreditara al juez la verdad de los hechos que son sostenidos 

por las partes, guiándose de la información que se 

proporciono por personas que son ajenas a la contro versia que 

reúnen los requisitos que la ley contempla y a las que de 

forma directa le consta lo ocurrido de los hechos q ue han de 

resolverse en el juicio. 

Los testigos pueden ser todas aquellas personas que  

tienen el conocimiento de los hechos que concierne  a las 

partes obligadas a declarar. 

Ahora bien en esta prueba se lleva a cabo un 

interrogatorio, este es el medio por el cual se van  a 

desahogar la prueba testimonial y esta formulada po r una 

serie de preguntas que se realizaran de forma verba l y 

directamente con el testigo, primeramente por el of erente 

quien es el que realiza las preguntas y después por  la parte 

contraria acerca de los hechos que se presume son d e su 

conocimiento  y que son materia de la controversia las cueles 

una vez que han sido autorizadas por el juzgado se deberán de 

responder. 

Ahora bien, el Código de Procedimientos Civiles del  

Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave señala qu e las 

partes del proceso tendrán la obligación de llevar sus 

testigos, dicha disposición la podemos apreciar en su 

numeral:  
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ARTICULO 282 

Las partes tendrán obligación de presentar sus 

propios testigos. Cuando estuvieren 

imposibilitados para hacerlo, lo manifestarán 

bajo protesta de decir verdad al Juez del 

conocimiento y pedirán que los cite. El 

Tribunal ordenará la citación con 

apercibimiento de arresto hasta de treinta y 

seis horas o multa hasta por el equivalente a 

treinta días de salario mínimo general vigente 

en la capital del Estado durante el mes de 

enero del año de que se trate, que  se 

aplicará al testigo que no comparezca sin 

causa justificada o que se niegue a declarar. 

 

Las preguntas que se formularan a los testigos por parte 

del oferente se deberán de hacer sujetas a una seri e de 

requisitos los cuales consisten en:   

• En la pregunta no se implicara la respuesta. 

• Se formularan inquisitivamente 

• Las preguntas deberán estar relacionados con la 

controversia. 

• No deberán ser contrarias a Derecho  o ir en contra  

de los principios de la moral. 

• Deberán de formularse de formas claras y precisas. 
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3.6 DESCUBRIMIENTOS DE LA CIENCIA EN GENERAL 

 

El fin de esta prueba es  el de crear convicción en  el 

juzgador sobre la verdad en relación a los hechos q ue son 

objetos de controversia se considera que cualquier medio o 

procedimiento por el cual se le pueda informar al j uez sobre 

la verdad de los hechos, puede ser un elemento de p rueba; por 

esta razón y dado por los conocimientos que el ser humano  

genera o descubre nuevas formas de almacenar, crea o 

reproduce datos, el ordenamiento procesal contempla  la 

posibilidad de que se aporten estos medios como ele mentos de 

pruebas. 

    Hoy en día estos medios de prueba se pueden obs ervar en 

las fotografías, las cintas de video, de audio, los  sistemas 

en computación que cada día evolucionan más, entre otros,  

como todos estos medios pueden ayudar a resolver so bre una 

controversia en un juicio son de importantes para s er 

considerados como medios de prueba. 

     Como bien lo dice el Código Adjetivo Civil, es tos medios 

de prueba pueden consistir en: 

ARTICULO 294 

 
Como medio de prueba pueden admitirse también 

los registros dactiloscópicos, fonográficos y 

demás procedimientos científicos que tiendan a 

producir convicción en el ánimo del juez. 

 

La parte que presente esos medios de prueba, 

deberá ministrar al tribunal los aparatos o 
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elementos necesarios para que pueda apreciarse 

el valor de los registros y reproducirse los 

sonidos y figuras. 

 

3.7 LA FAMA PÚBLICA 

 
       La definición de esta prueba no se puede enc ontrar 

definida en el Código Civil Adjetivo, sino más bien  son los 

juristas quienes le hacen referencias y dan definic iones 

sobre ella. 

       Fama pública es el medio probatorio para acr editar la 

realización de hechos lejanos, por testigos fidedig nos que 

los conocieron por haberles transmitido ese conocim iento 

personas determinadas e igualmente fidedignas. 18 

       Los puntos más importantes que señala la ley  de este 

medio de prueba son: 19 

 

a.  Los testigos deben ser fidedignos 

b.  La fama debe ser constante y 

aceptada por la generalidad de la 

población donde se supone 

aconteció el hecho. 

c.  Debe referirse a época anterior al 

principio de la controversia. 

                                                           
18

 BECERRA BAUTISTA José, op. cit. Nota 2, P.143 

19
 DEL RIVERO MEDINA Jorge, op. cit. Nota 10, Pp. 221,222 
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d.  No debe estar fundada en 

preocupaciones religiosas o 

populares, ni en preferencias 

partidistas, sino en una tradición 

racional o en algunos hechos que 

la comprueben aunque sea en forma 

indirecta. 

e.  Los testigos deben tener 

características especiales para 

ser considerados fidedignos. 

Con lo anterior dicho, se puede decir que esta prue ba 

tiene una serie de irregularidades por las cuales s e 

imposibilita de llevar a cabo para poder realizar e l desahogo 

de esta prueba de forma razonable en la vida diaria , por lo 

cual es de importancia destacar que en la practica esta en 

total desuso. 

 

3.8 PRESUNCIONES 

 
     Etimológicamente, presunción proviene de la pr eposición 

latina prae y del verbo sumo, y significa tomar 

anticipadamente las cosas. En este sentido, la pres unción 

jurídica debe entenderse como la inferencia o la co nclusión 

que se tiene acerca de las cosas o de los hechos, a un antes 

de que estos se demuestren o aparezcan por si mismo s. En 

otras palabras, la presunción, en el sentido jurídi co que es 

el que interesa, se entiende como el mecanismo del 

razonamiento, como el raciocinio por el cual se lle ga al 
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conocimiento de hechos desconocidos partiendo de he chos 

conocidos. Por la prueba presuncional, entonces, se  llega al 

conocimiento indirecto de los hechos controvertidos , 

independientemente de que se desconozcan, de que no  se pueda 

comprobar directamente su existencia. Desde luego, como 

inferencias, como conclusiones, las presunciones pu eden no 

verse correspondidas en la realidad con la certeza con que se 

asumen. De aquí que las presunciones siempre impliq uen 

márgenes de incertidumbre, probabilidades de error. 20 

             La presunción es la consecuencia que l a Ley o el 

juez deducen de un hecho conocido para averiguar la  verdad de 

otro desconocido. Cuando el juzgador recurra a las 

presunciones, deberá aplicar el método deductivo el  cual va 

de lo general a lo particular, por tanto deberá rea lizar un 

razonamiento lógico que le proporcione un buen marg en de 

certeza de que el hecho desconocido se haya present ado como 

él lo considera en su apreciación. 

             Siguiendo este sistema, el juez debe i dentificar 

en forma clara cual es el hecho general que comúnme nte se 

presenta y verificar que el hecho general que común mente se 

presenta y verificar que el hecho particular de la 

controversia se adecue a este, debiendo también ase ntar la 

consecuencia deducida que le servirá para apoyar su  

resolución. 

                                                           
20 GÓMEZ LARA Cipriano , op. cit. Nota 11, P. 140 
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3.9 LA PRUEBA DE CONFESION EN EL PROCEDIMIENTO CIVI L  

 
A lo largo de la historia del derecho procesal se h a 

considerado al medio de la confesión como la reina de las 

pruebas. A tal grado se sostuvo la eficacia atribui da a esta 

expresión de probar que, en el antiguo procedimient o 

inquisitivo operante en la materia penal, se llego a 

justificar y autorizar su extracción por medio de l a 

violencia física, es decir, a través del tormento. 

Es el instrumento probatorio a través del cual una de 

las partes en el proceso llamado  absolvente,  resp onde a las 

posiciones  , que sobre hechos que le son propios  le formule  

la otra parte  denominada articulante,  y esas posi ciones  

deben satisfacer los requisitos que exige la ley, e l 

absolvente  debe responder categórica y terminantem ente con  

veracidad a  las mismas, ya sea afirmándolas o negá ndolas 

para, posteriormente, cuando así lo desea, adiciona r lo que 

considera conveniente. 21 

La confesión  como una declaración judicial o 

extrajudicial, en que una parte capaz de obligarse,  con animo 

de suministrar a la otra una prueba que redunda en su 

perjuicio, reconoce total o parcialmente la verdad de una 

obligación o de un hecho que es susceptible de prod ucir 

efectos jurídicos, esta noción en gran parte exacta , aunque 

en algunos de sus extremos no lo sea tanto, precisa  bien 

muchas de las características fundamentales de la c onfesión.  

                                                           
21 CONTRERAS VACA Francisco José , Derecho Procesal Civil, Editorial Oxford, México 

2011, P.195 
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Para el derecho procesal civil, en términos general es, 

por confesión se entiende el acto de prueba proveni ente de 

cualquiera de las partes por el que se reconoce o a dmite en 

su perjuicio la verdad de los hechos aseverados por  el 

adversario, 

Las consecuencias procesales inmediatas que se saca n de 

tener a la prueba de confesión como reina de las pr uebas son 

las que  habida su expresión en la instancia, ello valga 

tanto como una sentencia en contra de la parte que la hubiere 

producido. 

No debe confundirse la prueba confesional con la 

confesión judicial, ya que la primera es el instrum ento 

tendiente a lograr la confesión y la segunda es en si misma 

el reconocimiento de hechos propios. Hay que tener presente 

que la confesión ficta, producida tanto por la falt a de 

contestación a la demanda como por no haber compare cido a 

absolver posiciones, constituye solo una presunción  que 

admite prueba en contrario. La confesión puede ser expresa o 

tacita: es expresa la que se hace en forma clara en  cualquier 

acto del proceso, y es tacita si la ley lo presume,  cuando: 22 

• El demandado no contesta la demanda, a 

menos que se trate de asuntos  que 

afecten las relaciones familiares; el 

estado civil de las personas, cuestiones 

de arrendamiento de fincas urbanas 

destinadas a habitación, si el demandado 

                                                           
22 IBIDEM Pp.195,196  
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es el inquilino, y si el emplazamiento se 

realizo por edictos. 

• El demandado contesta la demanda y guarda 

silencio sobre ciertos hechos o lo hace 

con evasivas, a menos que la controversia 

se refiera a alguna de las cuestiones 

indicadas en el apartado anterior. 

• El absolvente de la prueba confesional se 

niega a contestar las posiciones, las 

contesta con evasivas o manifiesta 

ignorar hechos propios, siempre que el 

juez previamente lo aperciba de tenerlo 

por confeso si sus respuestas no son 

categóricas y terminantes. 

En esta rama procesal se ubica a la confesión dentr o de 

los medios de prueba personales porque como su nomb re lo 

indica se utiliza a una persona como elemento produ ctor de la 

misma, se ha llegado a establecer que el nombre que  recibe 

esta prueba es impropio porque en realidad no alude  

estrictamente a cualquier prueba personal que propo rcionen 

las partes, sino solo a un cierto resultado que se obtienen 

cuando una de las partes reconoce hechos que le son  

perjudiciales. 

La confesión es la aceptación de alguna de las part es 

contendientes de hechos que le son imputados por su  contraria 

y que pueden producir o no, consecuencias jurídicas  

desfavorables para el aceptante, es generalmente ac eptado que 

la confesión produce efectos negativos para la part e 
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absolvente si acepta determinados hechos, sin embar go no toda 

aceptación necesariamente implica consecuencias neg ativas, 

pues se da el caso de que el demandado admite uno o  varios 

hechos de la demanda, pero niega o controvierte otr o u otros, 

en estos casos se presenta una confesión judicial e xpresa 

espontanea respecto de los hechos. 

 

3.9.1 TIPOS DE CONFESION 

 
Es necesario destacar que existen dos tipos de conf esión 

las cuales son la extrajudicial y la judicial, de l a cual se 

hablara de cada una de ellas explicando lo más impo rtante, 

empezando por la extrajudicial: 

Este tipo de confesión es presentada cuando: 

I.  Ante juez que se declara incompetente, es 

importante dar la aclaración de que la competencia 

se establece con base a los criterios de 

territorio, grado, cuantía y la materia a que se 

refiera. 

II.  La confesión hecha por testamento, siempre que este  

sea  valido, debido a que hay múltiples formas para  

hacer el testamento, será importante que se 

estudien las formalidades que el  Código Civil 

Local establece para cada una de ellos, pues si 

fuera contrario a lo que estipula dicho 

ordenamiento, este no será valido, por lo cual se 

anulara la declaración que se consideraba como 

confesión. 
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Confesión judicial, esta a diferencia de la extraju dicial 

se presenta dentro de un procedimiento valido y pue de ser de 

forma espontanea expresa o tácitamente, aunque esta  es solo 

una presunción legal que acepta prueba en contrario  para 

desvirtuarla siempre se necesitara la revisión de c omo se 

presento. 

Cabe destacar que en la práctica al no  contestar l a 

demanda o alguna parte de ella una vez que ya  ha s ido 

emplazado jurídicamente el demandado, es físicament e 

imposible ofrecer pruebas que desvirtúen esta confe sión 

tácita o ficta. 

Se puede aludir que al momento de que se dicta la 

sentencia se puede hacer un análisis de la confesió n 

calificada, y es así donde se puede analizar si pue de 

dividirse o mantenerse unida. 

Con lo  que se ha dicho podemos irnos al artículo 3 24 del 

Código Adjetivo local que señala: 

 
ARTICULO. 324.  

La confesión judicial o extrajudicial solo 

produce efecto en lo que perjudica al que la 

hace y no puede dividirse contra el que la 

hizo, salvo cuando se refiere a hechos 

diferentes, cuando una parte de la confesión 

este probada por otros medios o cuando en 

algún extremo sea contraria a la naturaleza o 

a las leyes. 
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3.9.2 OFRECIMIENTO DE LA CONFESIÓN 

 
De la misma forma que se ofrecen todas las pruebas en el 

estado, la prueba de confesión deberá ofrecerse al momento de 

la realización de escrito de la demanda o bien sea el caso en 

el escrito de contestación. Esta se hace pidiendo a l juez que 

se cite a la parte contraria para que se le pueda r ealizar un 

informe que deberá acudir de forma personal y no po r 

apoderado legal al desahogo de las pruebas, así com o 

solicitarse que en el caso de que  sin  causa justi ficada 

deje de acudir al juzgado se le tendrá por confeso de las 

posiciones que previamente sean calificadas legalme nte. 

En este medio de prueba se puede mencionar la relac ión 

al nombre que se le da al conjunto de preguntas que  se le 

realizaran al absolvente, hablamos de las posicione s, ya que 

en el juicio cada una de las partes adquiere una po sición 

especifica y que es contraria a la otra, por lo cua l las 

afirmaciones que se realizan en el desahogo de la p rueba, de 

una posición respecto de la controversia, por lo qu e la parte 

contraria deberá aclarar cual es su posición respec to de los 

hechos que se afirman por la parte contendiente. 

La posición es la actividad que asume cada parte re specto 

de los hechos controvertidos y esta se identifica c on 

precisión al solicitar al contrario que reconozca q ue los 

hechos ocurrieron como el interesado los esta afirm ando, de 

aquí que en lugar de llamarles preguntas se les lla me 

posiciones, estas pues son un interrogatorio cerrad o que 

tiene como fin principal que el que va absolver ace pte o 

niegue hechos precisos, limitándolo de toda posibil idad de 

que pueda contestar en un sentido que se desvíe de la 
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aceptación o la negación, incluso debe tenerse en c uanta que 

el absolvente debe responder categóricamente ya sea  que 

afirme o niegue el hecho. 

 

3.9.3  PREPARACION DE LA CONFESIÓN  

 
Ahora bien se debe mencionar de que forma se prepar a la 

prueba de confesión, una vez que esta ya ha sido of recida y 

se admitió por el juez, será necesario que se reali cen una 

serie de actos para obtener la comparecencia del ab solvente, 

preferentemente  esto se realice antes de la fecha que se ha 

señalado para la audiencia de desahogo de las prueb as, a las 

partes se les podrá notificar legalmente, siempre q ue se haga 

en forma personal y por lo menos al día anterior de  la fecha 

que se ha designado para el desahogo para que compa rezca a 

absolver posiciones, con la condición de que sin ca usa 

justificada dejara de hacerlo se tendrá por confeso , si no se 

realiza este apercibimiento no podrá ser declarado confeso el 

que deje de acudir injustificadamente al desahogo d e esta 

prueba. 

Si bien es cierto, que esta establecido que si el 

absolvente no comparece se le tendrá por confeso, t ambién lo 

es que no necesariamente es una confesión ficta, pu es si en 

fecha anterior el que ha de absolver ofrece un moti vo 

justificando la causa por la cual no puede acudir, se deberá 

celebrar otra audiencia en donde se desahogue la pr ueba 

confesional que con anterioridad había sido dada po r 

desahogada. 
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En la realidad ante los tribunales frecuentemente  se 

dicta auto ordenándose se cite a la parte contraria  para que 

se realiza el desahogo de la prueba confesional, do nde se 

señala el día y la hora sin que se le tenga por con fesa en 

caso de que no comparezca sin una causa que lo just ifique, 

esta practica viciosa la excusan los juzgadores arg umentando 

que como no se han exhibido los pliegos de posicion es no 

procede el apercibimiento o como es la primera vez  que se 

realiza la cita por ello no se les debe apercibir. 

 

3.9.4 DESAHOGO DE LA CONFESIÓN 

 
En esta fase el  absolvente debe de identificarse a nte 

el juez quien es el que debe tomarle la protesta de  ley para 

que este se conduzca con la verdad así de igual man era deberá 

de proporcionar todos sus datos generales que por 

consiguiente se les anotara en el acta que al efect o se 

levante. 

Si en esta parte del desahogo no se solicito la 

comparecencia personal del demandado o cuando se es té 

hablando de persona moral y se presentare un apoder ado legal 

facultado para absolver posiciones, es con este que  se deberá 

desahogar la prueba salvo que ignore los hechos que  hayan 

sido motivo de la Litis. 

En la práctica el pliego de posiciones se presenta en 

sobre cerrado, y este solo se abrirá al momento del  acto de 

absolver y se calificaran cada una de las preguntas  

articuladas, y si por lo menos es aprobada una posi ción como 
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legal, el absolvente deberá firmar el pliego antes de que se 

le sean formuladas personalmente de forma verbal. 

Si se trata de varias personas quienes están obliga das a 

absolver posiciones sujetas a un solo pliego, estas  personas 

deberán ser separadas así no se podrán escuchar uno s a otros 

y una vez que hayan terminado de absolver estos no podrán 

tener comunicación con los próximos a absolver. 

Para que las posiciones sean calificadas como legal es, 

estas deberán reunir una serie de requisitos los cu ales se 

enumeran de la siguiente manera: 

I.  Deberán realizarse en términos 

claros y precisos. 

II.  No deberán ser capciosas. 

III.  Estas solo contendrán un solo hecho, 

ah no sé que se trate de hechos 

complejos. 

IV.  Se deben centrar a hechos que sean 

objeto del debate. 

El que ha de absolver durante la realización del 

desahogo no podrá ser asesorado por ninguna persona  ni se le 

mostrara el pliego de posiciones para que sea de su  

conocimiento ni podrá ser aconsejado, es decir en l a 

confesión el absolvente debe permanecer aislado de cualquier 

persona que le pueda indicar como habrá de contesta r las 

posiciones. 

Probablemente la parte que ofreció las posiciones p ueda 

formular mas que las que anoto en el pliego, si est e es el 

caso se le admitirá pero cada una de ellas deberá s er 
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calificada legalmente antes de que se le formulen v erbalmente 

al absolvente para que así surta efectos legales en  dicho 

juicio. 

De tales declaraciones que se resulten se levantara n 

actas, en estas se hará constancia de las respuesta s del o de 

los absolventes en donde irán incluidas las pregunt as que le 

hayan sido formuladas, es decir preguntas y respues tas 

deberán ir juntas. 

    En la vida real en los tribunales lo que se hac e es que 

se anexa el pliego de posiciones a su determinado e xpediente 

y se incluirán en el acta las respuestas ya sea que  se hayan 

contestado de forma negativa como positivamente. 

    Ahora bien, visto desde el punto de vista legal , esto 

puede marcar una posibilidad de poder solicitar la nulidad de 

las actuaciones púes no se esta  respetando lo seña lado en la 

ley, ahora si bien es cierto que esto no se lleva a  cabo como 

debe ser, también lo es que la forma en que se real iza es 

mejor que la formula legal que se contempla en el C ódigo 

Civil Adjetivo Local, lo idóneo será que así estuvi era 

estipulado en dicho ordenamiento. 

 

3.10 QUIENES PUEDEN ABSOLVER POSICIONES EN EL PROCE SO CIVIL 

 
La confesión debe producirse por la parte in causa.  Por 

tanto, volviendo a la clasificación expuesta de par te en 

sentido material y parte en sentido formal, pueden ser 

absolventes tanto aquellas personas en cuyo benefic io o 

perjuicio se dicta la sentencia como sus representa ntes o 

mandatarios. Las personas físicas que sean parte en  juicio, 
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solo están obligadas a absolver posiciones personal mente, 

cuando así lo exija el que las articula, y desde el  

ofrecimiento de la prueba se señala la necesidad de  que la 

absolución debe realizarse de modo estrictamente pe rsonal, y 

existan hechos concretos en la demanda o contestaci ón que 

justifique dicha exigencia, la que será calificada por el 

Tribunal para así ordenar su recepción. 23 

     Ahora bien, el representante legal que haga 

comparecencia al momento de absolver posiciones por  una de 

las partes, necesariamente deberá de conocer en su totalidad 

los hechos en controversia que son propios de su 

representado, y no podrá de ninguna forma decir que  ignora 

las respuestas o que pretenda en dado caso contesta r de forma 

evasiva, o en últimos de los casos se niegue a cont estar de 

forma negativa o positivamente como se le solicita,  pues si 

de esa forma se comporta se le declarara como confe so de las 

posiciones que se le realicen. 

      Cuando se trata de personas morales, la forma  de 

absolver posiciones siempre se llevara a través del  apoderado 

legal que este facultado para realizar dicha funció n, sin que 

se le exija el desahogo de la confesión se realice por un 

representante específico. 

 

3.11 LA RELACION EN EL LITIGIO ENTRE EL ABOGADO Y L AS PARTES. 

 
 En la vida diaria las personas están relacionadas 

comúnmente acorde a las voluntades de cada individu o, del 

                                                           
23

 BECERRA BAUTISTA José, op. cit. Nota 2. P. 114 
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cual se puede suscitar un convenio en el cual dos p ersonas o 

más están de acuerdo en una cuestión en común o de un 

contrato en el cual se estará obligando al cumplimi ento 

espontaneo de sus obligaciones.  

Sin embargo, se pueden presentar  conflictos de 

intereses entre los sujetos de derecho, Es entonces  cuando 

surge el litigio. 

 Ahora bien,  las partes para efecto de poder lleva r a 

cabo sus pretensiones podrán darle su autorización a uno o 

mas abogados para que estos los puedan representar en juicio, 

ofreciéndoles así la legitimación necesaria para qu e puedan 

desempeñarse ampliamente durante el proceso. 

 La mayoría de las personas no tienen una comprensi ón 

correcta  de temas jurídicos o legales, es decir, 

frecuentemente necesitaran la  asesoría de un profe sional del 

derecho para que este pueda encargarse de atender e l asunto 

de forma idónea para hacer valer su pretensión. 

Se estipula que si la parte quiere asistir sin abog ado lo 

podrá hacer, pero en la realidad esto no sucede, pu esto que 

en todo litigio es necesaria la presencia del aboga do o 

representante legal en su caso, esto para que tenga  más 

probabilidades de convencer al juez que le asiste l a razón. 

En el estado de Veracruz, los abogados pueden leer los 

expedientes, participar activamente en las audienci as, pueden 

recibir toda clase de documentos, pueden promover a legatos, 

promover diligencias, es decir, los abogados con la  

autorización de las partes, son quienes le dan segu imiento al 

proceso, con lo que se le puede dar solución al lit igio. 
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 Es de importancia mencionar, que si una persona ha ce 

ejercicio de actos en pasar por abogado, se incurri rá a un 

delito tipificado en el Código Penal Local denomina do como el 

delito de usurpación de profesiones, el cual estipu la 

principalmente que se sancionara aquella persona qu e realice 

actos que son propios de una profesión sin tener el  título 

correspondiente o que este autorizado legalmente, p or lo cual 

será sancionado de forma penal por dicho acto ilíci to. 

En la práctica, los abogados son quienes llevan a c abo la 

realización del proceso en representación de una de  sus 

partes para poder procurar su beneficio en la Litis . 

 Lo que se pretenda conseguir, por lo cual quien li tiga 

es el abogado en beneficio de su representado, salv o en casos 

en que sea obligatorio la presencia física de la pa rte, pero 

la mayor parte en el desarrollo del juicio a quien se le vera 

realizando las diligencias pertinentes será al abog ado y no a 

la parte. 

 

3.12 ABROGACION Y DEROGACION DE LA LEY 

 
Es de suma importancia que se realice un estudio ya  que 

el objetivo principal de esta investigación versa s obre una 

derogación al Código de Procedimientos Civiles del Estado 

Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave , en la 

cual de una manera clara se realizara una distinció n entre 

estos dos conceptos jurídicos que  son  parecidos e n su 

redacción pero realmente son muy distintos  y podrí an crear 

cierta confusión. 



113 

Es valido aclarar que la ley puede dejar de estar v igente 

cuando pierde fuerza y obligatoriedad, es entonces cuando le 

corresponde al poder Legislativo Local por orden de  la 

Constitución, de modificar la ley y quitarle fuerza  de 

aplicación, para lo cual se debe mencionar que para  una 

reforma o derogación para los decretos o las leyes se han de 

observar los mismos tramites para su elaboración. 

 

Un ordenamiento legal solo quedara derogado o abrog ado 

por otra que así sea expresamente declarada o que s e 

despliegue una serie de disposiciones total o parci almente 

que no sean compatibles con la Ley que se modifico.  

 

Ahora bien, por abrogación se debe entender como qu itarle 

total fuerza a una ley por un ordenamiento de igual  o mayor 

jerarquía que la pueda sustituir, por eso se dice q ue la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexican os solo 

puede ser abrogada por otra Constitución. 

 

En cambio una derogación es el procedimiento a trav és del 

cual se dejara sin fuerza o sin efecto a un ordenam iento 

legal de manera parcial, es decir, no deja de tener  fuerza en 

su totalidad si no que solo una parte de ella será 

modificada, solo se suprimirán algunos conceptos de  la ley. 

 

Es así, que si en el presente trabajo se esta habla ndo de 

modificar un artículo estamos hablando abiertamente  de una 

derogación al Código de Procedimientos Local. 



114 

3.13 REFORMAS A LA CONSTITUCION DEL ESTADO DE VERAC RUZ. 

 
 Se entiende por reforma constitucional, cuando por  algún 

procedimiento se produce una alteración o cambio de  la norma 

fundamental, quedando reflejado dicho cambio en el texto de 

la misma. Es decir, supone añadir, cambiar, suprimi r o 

alterar de alguna manera el texto de la constitució n. 

 En caso del estado de Veracruz, se puede observar lo 

estipulado por su Constitución Política Local, la c ual 

indica:  

  

Artículo 84.  

Esta Constitución podrá ser reformada en todo 

o  en parte por el Congreso del Estado. Las 

reformas deberán ser aprobadas, por el voto de 

las dos terceras partes de los miembros del 

Congreso, en dos períodos de sesiones 

ordinarios sucesivos, excepto cuando las 

reformas tengan como propósito efectuar 

adecuaciones derivadas de un mandato de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en que se aprobarán en una sola 

sesión, ordinaria o extraordinaria, por  la 

misma mayoría, para lo cual el Congreso 

declarará previamente que se trata de un 

procedimiento especial. 

 

Para la reforma total o la abrogación de las 

disposiciones contenidas en esta Constitución 



115 

será obligatorio el referendo que señala el 

artículo 17 de este ordenamiento. 

 

El Congreso o la Diputación Permanente  harán 

el cómputo de los votos de los ayuntamientos 

y, en su caso, la  declaratoria de que han 

sido aprobadas las reformas. El procedimiento 

para las reformas constitucionales se 

reglamentará en la ley. 

 

3.14 REFORMA DEL ARTÍCULO 248 DEL CODIGO DE PROCEDI MIENTOS 

CIVILES PARA EL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA  LLAVE. 

 

Sobre el presente tema nacen las aseveraciones refe rente 

al planteamiento final de la presente investigación  tales 

como:  

La importancia de que se le aplique una reforma al 

artículo 248 del Código Civil Adjetivo Local toda v ez que al 

hablar de la prueba de confesión puede resultar un tanto 

confusa. 

Este ordenamiento que puede resultar para el lector  ya 

sea un  profesional del derecho o un ciudadano comú n la 

interpretación de este artículo, y que en sus aseve raciones  

contrastan con la práctica, lo que hace poco viable  para su 

exacta aplicación en la vida diaria . 

    Beneficios que resultarían de dicha reforma ant e los 

Tribunales Judiciales, para su buena interpretación  al 
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momento de estar aplicando el derecho para poder ha cer valer 

su pretensión. 

La primera afirmación conlleva mucha importancia ya  que 

abarca el objetivo de esta investigación al hablar sobre la 

prueba de confesión ya que puede causar cierto grad o de 

confusión para el lector, la forma en la que un cam bio 

agilizaría el procedimiento en los juicios en el Es tado.  

Tomando en cuenta lo que se ha investigado sobre la  

prueba de confesión y que puede revestir algunas 

irregularidades que pueden ocasionar confusiones pa ra los 

estudios del derecho y los que no lo son, pero  aun  así no se 

le da la menor importancia toda vez que en los trib unales 

hacen caso omiso de lo que esta estipulado en el có digo de 

procedimientos adjetivo de la localidad, es lo que nos lleva 

a pensar que en la actualidad las instituciones jud iciales 

carecen de formalidad jurídica por lo cual en su ma yoría de 

las veces hacen valer la costumbre sin tomar en cue nta o 

ignorar lo que dice la legislación y todo esto cons iderando 

que la prueba de confesión es la madre de las prueb as no es 

posible que existan conceptos vagos en el Artículo que nos 

marca como es que se llevara a cabo dicha prueba. 

 

 

 

 

 



  

PROPUESTA 

 

El Congreso del Estado Libre y Soberano de Veracruz  de 

Ignacio de la Llave debe darle mayor precisión a lo  dispuesto 

en el artículo 248 del Código de Procedimientos Civ iles Local 

toda vez que  este ordenamiento legal produce  conf usión en 

la práctica  ante los Tribunales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

     



  

CONCLUSIONES 

 

PRIMERA.-  El Código de Proceder Civil Local, debe ser 

preciso en sus ordenamientos. 

 

SEGUNDA.- El Congreso Local, al redactar el Código de 

Procedimientos,  no fue claro a algunas de sus disp osiciones 

y en consecuencia, produce confusión  al momento de  aplicarse 

o de interpretarse  durante el procedimiento civil.  

 

TERCERA.-El artículo 248 del Ordenamiento  Procesal 

Veracruzano dispone que dentro de la Prueba Confesi onal los 

litigantes están obligados a declarar,  haciendo de  esta 

disposición  una norma imprecisa, porque  este orde namiento 

se refiere a la Prueba Confesional, en consecuencia  no se 

trata de una declaración sino de absolver posicione s por  las 

partes y no por los litigantes. 

 
CUARTA.-  No es posible que se  hable que el litigante es el 

que absuelve, lo correcto es que diga las partes,  porque el   
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litigante es quien lleva a cabo el impulso del  pro ceso, es 

decir, los Abogados Patronos. 

 
QUINTA.-   El Código Adjetivo Local debería tener claro la 

función de las partes dentro del proceso, y la acti vidad de 

los abogados que son quienes en realidad impulsan e l proceso 

para que se le de solución al litigio, lo correcto es aclarar 

significado y función de ambos. 

 
SEXTA.-   La prueba de confesión al ser personalísima, se 

debe absolver de forma personal, es decir las parte s con 

asistencia de la autoridad correspondiente es quien  desahoga 

la prueba. 

 
SEPTIMA.-  Por todo lo anterior se concluye en esta 

investigación la necesidad de una reforma a la norm atividad 

que se refiere a la  prueba de confesión, que esta debe de 

pasar por un análisis serio para tal modificación y   deberá 

llevar todas las formalidades que la ley exige, y l os 

resultados obtenidos causen conciencia a los integr antes del 

Congreso Local sobre las confusiones que en múltipl es 

ocasiones se puede incurrir y por lo cual las activ idades 

laborales en los Juzgados se podría ver entorpecida  a causa 

de los conceptos vagos que se encuentran regulados en el 

Código de Procedimientos Civiles del Estado de Vera cruz de 

Ignacio de la Llave por lo cual es necesario o bien  que se 

efectué una reforma al artículo ya citado o que en la 

practica se realice al pie de la letra como lo esta  dispuesto 

en el ordenamiento legal.  
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